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República Liberal: sociedad y cultura





Presentación



NINGÚN OTRO PERIODO DE la historia colombiana del siglo XX muestra el volumen de realizaciones, en todos los campos correspondientes a la acción del Estado, como la llamada República Liberal (1930-1946). Fueron suficientes dieciséis años para dejar una huella profunda en la vida política, social y cultural del país: una reforma constitucional que le permitió a la Carta de 1886 adaptarse a los tiempos modernos; una radical reforma educativa que dio por resultado no solo una nueva Universidad, apropiada para el estudio de los problemas nacionales, sino, además, una Escuela que rompió con formas tradicionales de enseñanza; una concepción global y orgánica de la cultura que permitió a través de las instituciones estatales y sus programas responder a las aspiraciones de las diversas clases sociales colombianas; unos códigos que inauguraron nuevas relaciones entre patrones y trabajadores; unas formas de entendimiento entre la Iglesia católica y el Estado, que buscaban propulsar una sociedad si no radicalmente laica, sí al menos un ciudadano con criterios autónomos y, por lo tanto, de mayor responsabilidad en sus actuaciones.


Naturalmente, muchos de estos programas no produjeron todos los efectos que eran de esperarse. La oposición del Partido Conservador, que había perdido su hegemonía de cincuenta años; la reacción del clero católico, que veía disminuida su autoridad sobre la vida civil colombiana y, por consiguiente, en la orientación de la educación, y la resistencia de un sector del liberalismo, que no congeniaba con los cambios que se estaban promoviendo, limitaron los resultados de los proyectos diseñados por el Estado. Por otra parte, a estos escollos internos se sumaron los efectos para el desarrollo económico y cultural que produjo en Colombia la Segunda Guerra Mundial. Es pertinente recordar que prácticamente los cuatro periodos presidenciales de este fragmento de la historia colombiana transcurrieron en momentos en que se llevaron a cabo dos conflictos armados de impactos políticos y económicos sobre el país, la guerra civil española y la citada guerra mundial. Como lo señalaron en su momento los presidentes Alfonso López y Eduardo Santos, la conflagración originada por el fascismo europeo le había creado a la economía colombiana serios trastornos como efecto de la pérdida del comercio exterior. «Con el correr de los meses íbamos a ver cerrarse uno tras otro los mercados del continente», recuerda Carlos Lleras Restrepo en sus memorias.


El libro República Liberal: sociedad y cultura se centra en dos de los aspectos en los que el liberalismo mostró mayor creatividad para responder a problemas que no habían recibido una atención especial por parte de los gobiernos precedentes, gobiernos que se situaron al margen de las corrientes internacionales en los dos campos que señala el subtítulo de la obra: la cultura y los problemas sociales. Un análisis del pensamiento de Alfonso López Pumarejo se presenta como una exigencia para quien estudia el siglo XX colombiano: fueron sus ideas las que le dieron nuevo rumbo al manejo del Estado y las que abrieron una nueva época en la historia de Colombia. Los demás ensayos del volumen se ocupan de algún problema concreto del periodo. Unos, de problemas netamente sociales, tales como los que estudian el pensamiento de un gremio económico como la Sociedad de Agricultores de Colombia; la organización del sindicalismo comprometido con las transformaciones que proponía el liberalismo de entonces, o el que como reacción impulsaron los jesuitas, y los movimientos sociales de los indígenas en busca de sus derechos como ciudadanos de culturas diferentes a la hegemónica. Otros, de la caricatura como una forma de expresión de la opinión pública. Y otros, de los proyectos educativos que se iniciaron con el primer gobierno de la República Liberal, el de Enrique Olaya Herrera, que tratan tanto de aspectos muy concretos de la actividad cultural del país, dentro de una política muy ambiciosa adoptada por el Gobierno central, como del tipo de arquitectura que se impuso en la construcción de las escuelas.


El libro es el producto de un seminario realizado dentro de la Cátedra de Pensamiento Colombiano, adscrita al Departamento de Filosofía, de la Universidad Nacional de Colombia. Sus autores representan a un amplio espectro de disciplinas académicas (filosofía, teoría literaria, sociología, antropología, arquitectura, matemáticas, etc.). Es, pues, un grupo multidisciplinario, cada uno de cuyos miembros posee, en concordancia con el sector de la ciencia a la que se dedica, sus propios sistemas de conceptos y unos propósitos conformes con sus particulares intereses científicos. Aunque como grupo académico no puede decirse que tenga pensamiento oficial propiamente dicho, sino que, por el contrario, obedece al principio ético fundamental del respeto a la opinión del otro, sí tiene una finalidad común, y es la de que la investigación particular de cada uno de los miembros ayude a esclarecer el problema o el tema general propuesto para el trabajo en grupo y, sobre todo, para el conocimiento del momento actual. Lo cual quiere decir que entre los propósitos del seminario ha estado siempre presente ofrecer elementos para la formación de la conciencia nacional, a través de la recuperación y el análisis de la obra de los escritores y de los estadistas, como también de programas políticos y sociales que en el devenir social y cultural colombiano han tenido como objetivo pensar los problemas y ofrecer criterios de solución en las diferentes épocas que conforman nuestra historia. El estudio, y la apropiación crítica de nuestra tradición en el campo de las ideas, un estudio que requiere del concurso de muchas disciplinas, es condición para hacernos a una imagen más exacta del carácter de nuestra nacionalidad y de sus carencias.


RUBÉN SIERRA MEJÍA


Editor
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El liberalismo de Alfonso López Pumarejo


Tomás Barrero


Universidad Nacional de Colombia


[...] las ideas liberales quieren la realidad 


y aceptan tranquilamente sus consecuencias 


ALFONSO LÓPEZ PUMAREJO


Nunca dijo en la plaza pública o en la conversación privada lo que 


esperaba el interlocutor, ya fuera este el pueblo exaltado por su sola 


presencia, o bien el amigo dispuesto a anticipar sus reacciones


ALBERTO LLERAS CAMARGO, 


Homenaje póstumo a Alfonso López Pumarejo


EL PERIODO PRESIDENCIAL DE Abadía Méndez (1926-1930) puso de manifiesto profundas grietas de la Hegemonía Conservadora, en el poder desde la época de Rafael Núñez. La masacre de las bananeras —objeto de algunas de las más brillantes intervenciones parlamentarias de Jorge Eliécer Gaitán—, la muerte del estudiante Gonzalo Bravo Pérez a manos de la policía y la crisis económica dieron en tierra con un régimen que, arropado por la Iglesia católica, parecía indestructible. Gracias a la audacia de Alfonso López, sobre todo, el liberalismo desistió de apoyar a cualquiera de los dos candidatos conservadores en la elección de 1930 y propuso a Enrique Olaya Herrera como candidato propio{1}. Este se enfrentó con la cruda realidad de un Partido Conservador dueño de los juzgados, de gran parte del Congreso y del ejército; y de un liberalismo ocupado en la economía y escaso en administradores. Su salida fue pregonar la Concentración Nacional, un tipo de gobierno mixto, pero con iniciativas liberales que, en general, cumplió con su cometido de garantizar una transición pacífica hacia otro modelo de país. Respondía ese esquema a una larga tradición liberal de aceptar gobiernos «nacionales» —ahora desde el poder y no desde la oposición—, tradición que dividió el oficialismo durante la primera administración de López entre sus seguidores y los de Eduardo Santos, antiguo militante del Partido Republicano. López no estaba convencido de este tipo de política, pero la aceptó pragmáticamente como un triunfo del liberalismo. Su idea de gobierno, como veremos, era a todas luces distinta y así lo manifestó en todas sus comunicaciones como presidente electo ya posesionado.


Al finalizar este gobierno de Concentración Nacional, probablemente siguiendo un acuerdo tácito desde la convención liberal de 1929 en Ibagué, fue designado López como candidato liberal para reemplazar a Olaya Herrera, quien, ante la abstención conservadora, obtuvo el triunfo electoral.


Ya en la época de la hegemonía había mostrado con vehemencia en diferentes discursos y artículos la necesidad de gobiernos liberales que reformaran las principales estructuras del país. No era original en esta apreciación, pues desde el gobierno de Abadía Méndez y durante el de Olaya se había iniciado una actividad reformadora en algunos campos tan importantes como el laboral, en el que varios funcionarios conservadores y liberales habían trabajado conjuntamente. Sin embargo, había en la posición oficial un tono nuevo, más directo y renovado doctrinalmente que hizo de las intervenciones de López objeto de polémica —incluso entre los liberales— que en algunos casos, como el de la propuesta de Concordato con la Santa Sede, casi llegó a la alteración del orden público. Los disensos no surgieron sin razón. En su ambicioso plan de transformaciones, el Partido Liberal, con su nuevo presidente a la cabeza, no había dejado prácticamente ningún campo de la actividad nacional intacto: las legislaciones de tierras, laboral, tributaria y educativa, por mencionar tan solo algunas, debían ser reformadas para asentar la modernización del país.


Tampoco estaba solo López en su empeño: se había rodeado de numerosos y brillantes jóvenes liberales, algunos de los cuales habían pasado recientemente por el radicalismo y que habrían de jugar un papel preponderante en la historia colombiana. ¿Por qué producía tanto revuelo con sus intervenciones? ¿Fueron tan revolucionarias sus propuestas? Hay varias formas de responder a esas preguntas: la historiografía moderna está dividida en este punto, porque en buena parte considera que no todas las reformas fueron tan profundas como lo manifestaba su propulsor. Algunos piensan, incluso, que el resultado final fue más bien modesto en comparación con la defensa retórica de una revolución institucional. Pocos estudiosos —y aquí reconozco mi deuda sobre todo con Richard Stoller{2}— enfatizan hoy en día el carácter innovador del pensamiento político de López como uno de los mayores legados de su trayectoria y de su obra presidencial. En este trabajo voy a rastrear varios de los principales aspectos de su liberalismo, argumentando que se articulan en la tesis del gobierno de partido como parte fundamental y necesaria de la práctica democrática y como la más importante obra política de su administración.




    La originalidad de López


    

En la visión del liberalismo de López Pumarejo existen algunos lineamientos generales con respecto a la política y el poder que se aglutinan alrededor de un método de gobierno: la primacía del Partido Liberal en el mando y el sentido en que esta puede ser considerada una verdadera revolución. En este punto, más que en cualquier otro, el estudioso puede ser presa de la influencia ideológica de los tratadistas y considerar que los cambios propuestos por López y su gabinete son inéditos y ello, bien por su genialidad como estadista (si el que escribe es liberal), bien por su visión maquiavélica y nociva (si es conservador, o inclusive gaitanista furibundo{3}), pero la creación de los sindicatos y muchas reformas legales datan de antes de su primer mandato. No parece, entonces, que los hechos mismos parezcan apoyar la originalidad absoluta de las reformas de López.


Sin embargo, es cuando menos arriesgado desconocer las profundas transformaciones que generaron en el país sus dos gobiernos: pueden mencionarse, por ejemplo, un nuevo lenguaje político y económico («intervención estatal», «capital y empleo», «gobierno de partido», etc.); un ambiente de renovación en las costumbres políticas y en la élite administrativa del país, claramente perceptible para defensores y detractores de sus ideas; y una cierta conciencia del mundo circundante, tan lejana del autismo con respecto a lo contemporáneo de muchos dirigentes durante la Hegemonía Conservadora, autismo del cual se quejaba en una famosa y controvertida intervención el mismo Laureano Gómez{4}.


¿Cuál es, en fin, la particularidad de López Pumarejo como pensador político? Su concepción de la sociedad y de la organización política no es original, ni pretende serlo; sus reformas tampoco, pues responden a una necesidad histórica del país y del mundo que excede muchas veces las respuestas gubernamentales, como sus propios discursos lo atestiguarán oportunamente. Solo interpretadas como cambios obligados por la presión de los acontecimientos revelan su justeza, pues en esa correcta lectura de las circunstancias radica el carácter revolucionario de López: en una conciencia histórica casi clarividente que lo lleva a dudar de la opción militar para hacerse al poder en un medio político dominado por los héroes liberales de la guerra de los Mil Días; que le permite desconfiar de la prosperidad al debe del régimen conservador, y que, mucho después, aleccionado por la amarga etapa de La Violencia, lo lleva a proponer una versión muy particular de Frente Nacional que no coincidirá con la propuesta definitiva{5}.


Su pensamiento, sensible a la contingencia histórica, pragmático y consciente del mundo pero con una visión de los problemas colombianos que no deja de sorprender por su claridad y contundencia, no debe, no puede ser doctrinario ni estudiarse sin referencia a su método de gobierno. El camino más natural para hacer justicia a la idea de liberalismo que defiende consiste, entonces, en resaltar sus ideas políticas más relevantes para articularlas en su propuesta de gobierno de partido{6}.


    

Contingencia


    

En 1928, a instancias de Alfonso López, un grupo de políticos e intelectuales hizo un diagnóstico de la situación nacional en Las conferencias del Municipal, por tener como lugar de reunión dicho escenario. Una de las más discutidas fue la de Laureano Gómez. En ella el líder conservador hizo un análisis sombrío de la situación nacional en donde se invocaban las determinaciones geográfica y racial como principales causas del atraso nacional y se presentaba un panorama desolador de la cultura y economía colombianas. A este determinismo geográfico y cultural, Gómez sumará posteriormente un fundamentalismo democrático: por nuestra constitución como pueblo solo nos puede corresponder la democracia como sistema de gobierno y cualquier otra opción es absurda{7}. La sociedad democrática constituye una misión que no puede ni debe ponerse en duda a no ser que pretendamos subvertir un orden de cosas que le da sentido a nuestra propia existencia histórica. Ser demócratas, entonces, equivale a cumplir con el mandato que un designio irrevocable nos ha impuesto.


López fue influenciado por el diagnóstico de Gómez en algunos puntos concretos como la pobreza en la que se ha sumido el país luego de un siglo de guerras civiles y la insipiencia de nuestra cultura, como podemos percibirlo en el siguiente discurso:


En América puede decirse que está todo por hacer, por organizar, por empezar. Dondequiera que se inicia una acción política se tropieza con el vacío que nos ha quedado de un siglo de agitaciones revolucionarias, en las cuales se han quemado las reservas económicas, sin dejarnos como herencia ninguna acumulación cultural, artística, financiera, material o espiritual, que nos imponga deberes semejantes a los del político europeo ante el peligro de que se destruya un gigantesco organismo enriquecido en todo género de actividades.{8}


Sin embargo, el político liberal se resiste a caer en posiciones deterministas y prefiere asumir una concepción del orden político como una organización contingente, determinada fundamentalmente por las decisiones de los actores que participan en ella y cuyos defectos provienen únicamente de falencias educativas a las que se debe poner fin. Nada en la raza ni en el medio geográfico determina los problemas de nuestro Estado, la única característica que puede atribuirse a la «naturaleza» de los colombianos es el interés por la política. En efecto, al hacer un diagnóstico de las dificultades con las que se va a encontrar en su primera administración, nos dice:


Pero las afirmaciones sobre la endeblez de nuestro pueblo, sobre las condiciones climatológicas en que este se desenvuelve, sobre la riqueza o miseria de nuestro suelo, son hipótesis sin comprobación, porque no se ha hecho el estudio de nuestro territorio o de nuestra humanidad que nos permita sacar conclusiones categóricas. Y una de las causas que se le atribuyen a la pobreza general es precisamente una virtud popular, que nos da el mejor rótulo para ufanarnos de ser colombianos: la afición política, que cada vez que ha sido rectamente encauzada ha producido beneficios innumerables y ha consolidado una democracia ejemplar para América, y grata de vivir para nosotros.{9}


Este análisis inicial determina, por supuesto, la clave para salir del atraso: no podemos pretender transplantar una nueva raza, ni modificar el medio geográfico, pero nos es lícito confiarle a la educación la posibilidad de cambio{10}, por lo que López señala en ese mismo discurso los defectos que alcanzan a todos los niveles educativos en Colombia, desde el del artesano y del obrero hasta el del profesional, y propone como tarea de su gobierno una reforma en todos los órdenes de la educación. La perfectibilidad del orden político proviene de una concepción del Estado como un pacto entre ciudadanos más o menos libres que buscan un bien común y cuyo único interés intrínseco, cuya única intención natural es la política.


La primera base en la concepción liberal de López es, entonces, el carácter contingente y transitorio de las organizaciones políticas particulares, lo que no impide que una cierta forma de gobierno se adapte mejor a o coincida con nuestra cultura política. El «criterio liberal de gobierno», como en otro lugar López denomina la regla que valida esa adaptación, consiste en permitir la libre expresión y disenso ante las medidas propuestas por el Gobierno con el objetivo explícito de producir una reacción en la opinión pública{11}. Parece como si considerara que la principal flaqueza de un sistema participativo para un demócrata determinista, la ausencia de un solo modo de pensar férreo sobre la propia democracia, fuera su elemento más auténticamente democrático.


La línea argumental que guía estas ideas, y que puede rastrearse en varios discursos{12}, es que la República Liberal representa un cambio irreversible en la concepción de la política y del país; que ese cambio, en muchos órdenes, no puede usar viejas ideas adoptadas por costumbre, prejuicio o mendicidad intelectual y que ahora solo pueden presentarse como obstáculos. Tal proyecto político depende de una única condición para ser llevado a cabo: la indeterminación natural, la posibilidad de reinventar el país o de redescubrirlo, es decir, la contingencia. La organización de un pueblo está sujeta a cambios determinados no solo por situaciones precedentes, sino por las necesidades presentes que son pasibles de modificaciones radicales y que, como podremos comprobar más adelante, no se amoldan a ningún modelo finalístico absoluto y, por lo tanto, a ninguna figura de caudillo:


El caudillaje necesita, para extenderse, de cierta mística, y la mística, de una gran dosis de misterio, de sorpresa, de incertidumbre. Y mi política ha tenido la condición contraria: una claridad sin penumbras, que ha sido calificada de ordinaria por sus detractores, pero que es, en mi opinión, lo que necesita un pueblo sincero, campesino y franco.{13}


Por supuesto, López reconocerá por doquier el valor indispensable de ideas como la justicia, el orden y las instituciones, pero su concepción abierta de liberalismo le impide considerar la vía para alcanzar esos objetivos como una imposición ajena a la misma dinámica contingente de la política que la distingue del conservatismo: 


El miembro del Partido Conservador tiene que aceptar un dogma: el de que el conservatismo tiene una doctrina eterna, fundada en la verdad revelada, que no está sujeta a variaciones incidentales de los tiempos, y que, por consiguiente, no podrá estar definiéndose sobre las huelgas, sobre el Congreso de Cali, sobre la solidaridad obrera.{14}


Falibilidad


Al introducir la contingencia de los sistemas políticos, López se compromete con la posibilidad de cambio y, por lo mismo, de error por parte de los gobernantes, es decir, introduce la falibilidad como otra característica de la política liberal, en abierto contraste con los parámetros morales absolutos y de raigambre teológica que establece, por ejemplo, Laureano Gómez para los gobernantes{15}. Para este último, la vacilación del líder constituye una imperfección del sistema, una debilidad del intelecto o una deformación del carácter{16} que no se pueden, en ningún caso, tolerar. No puede sorprender, entonces, el tono de permanente beligerancia con el que el brillante orador conservador se refiere a la mayoría de los gobernantes y legisladores liberales de su época ante cualquier desentendimiento político —aun de proporciones e importancia relativas—, atribuyéndoles las más indecorosas ideas, sobre todo la de querer implantar un gobierno absolutista{17}.


Al fundamentalismo moral de Gómez, López opone una visión falibilista de la política: una decisión política siempre puede estar equivocada, sobre todo cuando se trata de estremecer viejas prácticas con ideas frescas o con antiguas ideas injustamente relegadas. Como en el caso de la contingencia, no debe buscarse una sustentación casi metafísica para las decisiones del Gobierno, pues se trata de intentar, dentro de los marcos institucionales correspondientes, responder a las apremiantes necesidades históricas del momento:


El pueblo no exige a sus gobernantes que no se equivoquen, pero quiere cada día estar más informado de las razones que los mueven a error o que los inclinan a buscar determinadas soluciones. Es ese, en mi concepto, el criterio liberal de gobierno que yo aspiro a aplicar en Colombia en los próximos cuatro años, y que no me sentiría obligado a cambiar porque el fascio o el comunismo adquieran nuevas posiciones en otros hemisferios.{18}


Los desaciertos de los gobernantes deben ser conocidos y discutidos por la opinión pública, pero no pueden ser encauzados en una tarea moralizante de pretensiones definitivas, sino por un control concreto, sin sectarismo, pues el error es una consecuencia natural de la actividad política y las supuestas soluciones a tal «problema» esconden una concepción exclusivista y excluyente del ejercicio político{19}.


No se trata, entonces, de responder de una misma y estática forma ante una realidad cambiante, pero tampoco de sustraerse a las responsabilidades que esa respuesta pueda traer. El gobernante tiene la obligación de responder abiertamente ante el orden constitucional por los errores de su gobierno, pero nunca puede evitarlos definitivamente, como lo reconoce en su discurso de posesión de 1934:


Hoy comienza una responsabilidad nueva en mi vida. Sé, más que nadie, que en los planes de mi gobierno no hay uno solo que pueda considerarse libre de equivocación. Mis amigos y mis adversarios tienen una obligación patriótica qué cumplir, más fácil para los últimos que para los primeros. Y es la de no permitir que yo pueda ofuscarme y que yerre porque a mi alrededor el ambiente se perturbe con las voces sectarias o apasionadas que quieran ahogar las auténticas reacciones de la opinión pública sobre los actos míos o de mis colaboradores.{20}


Lejos de cualquier fundamentalismo con visos religiosos, López concibe la labor del gobernante como un ejercicio moderado por las leyes y por las críticas de los opositores, como una facilitación de las actividades particulares de los ciudadanos sin temor por el poder del Ejecutivo:


Si yo hubiera de sintetizar el programa que tanto se empeñan en pedirme y que es apenas un propósito de gobierno, diría de él que quiere ser, ante todo, una invitación a trabajar. Deseo invitar a mis compatriotas a trabajar, cada uno en su esfera, cada uno en su actividad; y contraer, por mi parte, el compromiso de velar con solícito interés por que el trabajo no sea hostilizado o perseguido por la acción oficial, sino que, por el contrario, tenga garantizada una estabilidad que ayude a protegerlo contra los azares de la aventura.{21}


Este llamado a la confianza en el desarrollo de la vida cotidiana no implica para López un relicto de liberalismo manchesteriano{22}, ni la disminución de la responsabilidad social del Estado; por el contrario, en varios discursos sobre economía (en el Discurso del Salón Olimpia, y en Los conflictos agrarios, por ejemplo) recalca el papel del Estado como empresario, defiende la intervención estatal y la considera como un factor indispensable de desarrollo.


Relevancia de lo concreto


A lo largo de sus escritos políticos López usa como recurso retórico la valoración de la inteligencia popular{23}, elemento que es coherente con los otros rasgos de su liberalismo examinados hasta ahora, ya que la repulsión por todo fundamentalismo, la clara conciencia del devenir histórico como un proceso abierto y dinámico, lo llevan a considerar el orden de lo público como un espacio de participación popular permanente y a repeler cualquier tipo de descalificación tajante en términos de inferioridad intelectual. Ese tipo de clasificaciones proviene, según López, de la confusión y el pesimismo generados por dos actitudes de su colectividad anteriores a la República Liberal: la solución de fuerza y la estéril disputa filosófica sobre los fundamentos del liberalismo.


La valía de la inteligencia popular representa un rasgo del pensamiento político de López que no deja de sorprender, pues lo separa de la mayoría de líderes del liberalismo debido a cierto recelo, cierta desconfianza hacia la especulación meramente teórica. Por carácter, por circunstancia vital, López es un observador de ideas y de hombres, un espectador agudo en sus apreciaciones, pero no un teórico de la política, ni un filósofo en discusión con una tradición teórica:


Nosotros también hemos atravesado y esperamos haber liquidado ya la etapa de la confusión y el pesimismo sobre nuestro destino como partido. En ella brillaron los que se empeñaban por saber si nuestro liberalismo era inglés o francés, si debía inclinarse al socialismo o hacia el fascismo, si estaba de acuerdo con el pensamiento moderno o si había ya cumplido su finalidad histórica. Antes de iniciarse la revolución liberal de 1929, eran muy pocos los intelectuales del partido que no se habían sentido obligados a condenar como una ideología sin actualidad, desconectada de la evolución europea, a todo ese fuerte sentimiento popular que esperaba un cambio, mirado por los mismos directores de la política como un empeño irracional, subversivo, o sencillamente irrealizable.


Este juicio se repite a lo largo de su obra como un llamado de alerta acerca de la necesidad de realismo político, como un principio pragmático cuyo abandono ha constituido el principal factor de extrañamiento entre el pueblo colombiano y sus dirigentes{24}. Por eso, a la luz de las intenciones explícitas de su autor, no deja de ser inadecuado motejar de «filosófico» el pensamiento de López. Cualquiera que sean los méritos de su idea de liberalismo, la vinculación a una escuela teórica tradicional no debería hacer parte de ellos.


Énfasis social


Tal vez el aspecto más problemático y polémico de los escritos de López sea su permanente preocupación por los problemas sociales, y ello por dos razones: en primer lugar, por la acusación de comunismo por parte de los conservadores y, en segundo lugar, por sus reconocidas diferencias con respecto al liberalismo defendido por Gaitán.


Las apreciaciones de López resultan relevantes a este respecto y pueden sintetizarse como un diagnóstico de la necesidad de renovación ideológica del Partido Liberal, pero también, de distancia con respecto al comunismo propiamente dicho. Por lo menos en dos escritos de los años veinte López presenta su opinión sobre la importancia de las ideas socialistas para un liberal y de los riesgos de su adopción dogmática por parte de la juventud de su partido. En una carta dirigida al entonces director del Partido Liberal, Nemesio Camacho, López se detiene sobre el significado y la importancia que para el liberalismo tiene la figura de María Cano y el movimiento que ella encabeza. El problema, según López, es que los liberales se han conservatizado, al perder la noción de los profundos problemas sociales que afectan a la sociedad colombiana: 


Esta es la cuestión ¿Vivimos realmente en el mejor de los mundos posibles? Nos lo ha asegurado tantas veces el doctor Pangloss, que muchos conservadores y la gran mayoría de los liberales del país han acabado por creerlo. Para ellos la Arcadia está aquí, y sus más felices moradores son los desheredados de la Fortuna: los campesinos, los peones, los pobres artesanos carecen de todas las ventajas de la vida civilizada, pero no les hacen falta: no las conocen, no les han sido enseñadas, no aspiran a disfrutar de ellas.{25}


El origen de esta regresión se debe, según López, al creciente poderío económico de los dirigentes liberales que, abandonada la actividad pública a causa del régimen conservador, han redescubierto la explotación capitalista y han cohonestado con las injusticias que ella genera:


María Cano nos ha colocado a usted y a mí, como a los otros liberales de Colombia, que probablemente alcanzamos a sumar medio centenar, en una posición muy desairada. Confesémoslo, cándidamente. Nosotros los liberales jamás nos habríamos atrevido a llevar al alma del pueblo la inconformidad con la miseria. Nos habríamos sentido hasta cierto punto culpables de la embrutecedora monotonía de su vivir aprisionado; y habríamos considerado contrario a los intereses de nuestra clase los caminos de la independencia económica, política y social.{26}


Las revolucionarias exigencias de los grupos socialistas no son producto de un delirio colectivo ni de la acción de agitadores profesionales, sino de las profundas desigualdades cultivadas por años a través de unos sistemas de explotación cuyos contornos solamente ahora, a la luz de la movilidad social de los años de abundancia, la clase obrera ha descubierto y ya no quiere aceptar. No conviene al liberalismo, consciente de esa movilidad social, apegado a lo concreto, realista en fin, rechazar un proceso que representa el progreso hacia un más justo estado de cosas:


Sería imperdonable que en esta coyuntura nos faltara sensibilidad moral, energía o emoción para explicar al país que es desatentado el propósito oficial de crear en la conciencia pública un ambiente hostil a las aspiraciones de las clases obreras, y necia la inclinación a sofocarlas por la fuerza, sin detenerse a examinar los elementos de justicia que ellas reclaman en su apoyo.{27}


Con todo, el espíritu liberal ha perdido de vista este panorama de avance y justicia, pues se ha convertido en una fuerza política muerta y estéril:


El Partido Liberal está domesticado: limpio de ideas liberales, falto de arrestos para la lucha política, satisfecho con su porción de prebendas, a gusto en la condición de partido de minoría. No aspira a alternar con el Partido Conservador en el poder, ni cree tener en la actualidad mejor derecho a la confianza del país. En su actividad política observa hoy las mismas prácticas, adopta los mismos procedimientos y persigue los mismos fines de su adversario tradicional. Es otro grupo esencialmente burocrático, pero de menor importancia que el conservatismo, y completamente subordinado a este.{28}


La única salida a la encrucijada liberal consiste en retornar a las raíces de civismo y de sensibilidad social que alguna vez hicieron parte de su ideario político y, en ese camino, el reconocimiento de la desigualdad y la necesidad de mejoras en la vida material de los obreros constituyen puntos de contacto con las ideas socialistas. El gran valor de las manifestaciones obreras está en hacer visibles los errores del sistema, en presentarles a los propios liberales la radiografía del país real.


Sin embargo, López nunca compartió las tesis del comunismo y en el otro escrito de los veinte, ironizó abiertamente la actitud asumida por el grupo de Los Nuevos, encabezado por Felipe Lleras Camargo, al adherir romántica y, por lo tanto, fanáticamente al socialismo. En su opinión, la autenticidad de tales doctrinas en boca de quienes poco o nada han vivido en contacto con las condiciones históricas y sociales rusas no pasa de ser libresca. Su crítica fundamental consiste en mostrar que a esos jóvenes liberales les falta conocimiento y nervio de estadista como para pretender cualquier reforma profunda:


No han recorrido el territorio nacional; no conocen todavía nuestro organismo económico; no han estudiado nuestro sistema fiscal; no han asistido a la tarea legislativa; no han tenido, en suma, ocasión de observar a fondo el medio en que viven: han leído mucho y han demostrado energía y audacia en su inquietud espiritual, pero no han alcanzado aún a adquirir la preparación y la experiencia indispensables a la actividad de estadistas.{29}


A esa falta de experiencia propia de la juventud se suman las evidentes diferencias entre el medio que dio origen al comunismo europeo y el país agrario que los jóvenes radicales habitan:


Es útil y oportuno invitar a nuestros jóvenes radicales socialistas a que regresen de la estepa rusa y de las ricas campiñas francesas, a levantar sus campos de observación en las sabanas nuestras, donde señorean la ignorancia y la pereza de los patronos y los siervos de la gleba; a que sustraigan un poco su atención de los problemas del Rhuro y piensen menos en los obreros sin trabajo que están saliendo en creciente número de las fábricas de la Inglaterra Central y de las minas del país de Gales, para que puedan contribuir eficazmente a la resolución de los problemas económicos y sociales vinculados a la explotación de las grandes riquezas de nuestro suelo, que guarda inmensos depósitos de las materias primas que sustentan las industrias fundamentales del mundo contemporáneo.{30}


En una entrevista concedida al promediar los años cuarenta, el ya retirado político liberal nos da una síntesis autobiográfica de su valoración del comunismo que representa, por sí sola, un elemento imprescindible de juicio. Al reconstruir la amistad que lo ligó con Gabriel Turbay —comunista en sus años juveniles— nos revela:


Aunque milité en la tendencia radical durante la administración Restrepo, y como radical combatí a Concha, la post-guerra del 14 me sorprendió a la derecha de los jóvenes liberales que visitaban mi casa y mi oficina. Los más fogosos y brillantes se habían afiliado al comunismo o se declaraban, cuando menos, socialistas. Uno de ellos, Gabriel Turbay.


Y continúa:


Yo tenía —para emplear una frase que oí con mucha frecuencia esos días—«mentalidad de exportador de café». Escribí en El Espectador y en El Diario Nacional vehementes páginas contra el régimen conservador. Batallé mucho con Laureano Gómez, contra la administración Suárez, y más tarde, contra Rengifo, contra Roa, contra los hombres fuertes del conservatismo que ejercieron el mando durante el periodo del señor Abadía Méndez. Más de una vez concurrí a la defensa de los trabajadores atropellados por las fuerzas del Gobierno. Pero no fui nunca a tomar cerveza y conspirar en la bodega de Savinsky, ni me sedujo el apostolado de Tomás Uribe Márquez, ni ensayé bombas en San Cristóbal. Estaba muy aferrado a mis ideas liberales. No hice el ensayo de cambiar de rótulo ni de método político.{31}


Las distinciones que traza López entre su propio pensamiento y el socialismo son, en líneas generales, las que en su lugar cualquier liberal clásico establecería y no creo que a la luz de esta evidencia pueda tomarse en serio la calificación de socialista o incluso de comunista que recibió de los conservadores. Lo que del socialismo produjo una profunda impresión en López fue el diagnóstico de su época, la confirmación de que el nuevo capitalismo también incurría en viejos mecanismos para perpetrar la injusticia y que había desarrollado algunos nuevos. De la misma manera, sería injusto negar que tales problemas ocuparon su atención como gobernante y que algunas de sus realizaciones en el poder (como la iniciativa de una reforma agraria, la promoción de los sindicatos, la ley general de educación, la reforma concordataria y tantas otras) se llevaron a cabo bajo la égida de las necesidades sociales del país.


Queda por examinar su posición ante el liberalismo de Jorge Eliécer Gaitán. Reconstruir la relación política entre ellos es difícil porque a las claras se percibe en sus escritos una evidente desconfianza mutua y unas diferencias de estilo que parecen irreconciliables y que ameritarían por sí mismas un trabajo monográfico. En lo que sigue presentaré un breve y necesariamente crudo esquema.


López nunca comulgó con el timbre popular y emotivo de la retórica e ideología gaitanistas y Gaitán, según sus colaboradores más cercanos, vio en López a un político mezquino{32}. No deja de sorprender, por tanto, que ambos compartieran puntos de contacto tan representativos, como por ejemplo la importancia de la oposición y la necesidad de fronteras ideológicas entre partidos fuertes y antagónicos, elementos que fundamentan la idea del gobierno de partido en López{33}.


Es en sus conceptos sobre el desarrollo social y en su estilo para imponerlos donde Gaitán se diferencia nítidamente de López, pues la idea de revolución no tiene la misma connotación para ambos, ni comparten los métodos para conseguirla. Gaitán nunca se preocupó por ser tildado de retórico o populista al afirmar que solo una masiva manifestación nacional pondría fin a las injusticias del sistema. Su positivismo jurídico y los tintes realistas de su análisis sobre la situación nacional se conjugan de una manera muy peculiar con la desproporción, la profusión de su discurso; el llamado a la movilización convive, no siempre de la mejor manera, con un legalismo y una concepción de orden que suponemos proveniente de sus ideas jurídicas. Si López se enfrenta con la antinomia de su aristocracia respetuosa de la inteligencia popular, Gaitán hace frente a su carácter bifronte de agitador nato y abogado profesional, defensor del orden jurídico{34}, como lo atestiguan muchos de sus más conocidos discursos, donde el impulso a la lucha debe ser inmediatamente moderado con llamados a la participación electoral, constitucional y ordenada. Difícil síntesis entre revolución y participación democrática, cuyo éxito preocupó al oficialismo liberal, blanco de las acérrimas críticas de Gaitán a lo largo de su carrera política.


En contraposición, López se consideró a sí mismo más un agitador de ideas y un renovador institucional que un conductor de masas. El cálculo político y la necesidad de defender algún margen de gobernabilidad lo apartan de Gaitán justamente en el campo de las pretensiones revolucionarias:


Algunos querrían que mi gobierno entrara a figurar en los anales de la República rodeado de un ambiente tempestuoso, como un fenómeno de la naturaleza de vagos orígenes, que habría producido en la Nación conmociones sin sentido, revueltas sin razón, y un estado de turbulencia general en excepcionales efectos saludables. Son aquellos que, cuando amigos, me llaman el agitador, cuando adversarios, el destructor. Son los mismos que quieren prolongar de ahora en adelante para mí un funesto prestigio de perturbador de empresas ajenas.


No puedo aceptar esa reputación, porque aunque sé que muchos políticos la ambicionarían, contraría los propósitos que me guiaron en la oposición y en el Gobierno y desbarataría cierta continuidad de pensamiento y cierta lógica en la acción de que me enorgullezco, no sin algún fundamento.{35}


Distanciados en su concepción de revolución, Gaitán y López también se enfrentan en su diagnóstico de la situación nacional, a pesar de usar un lenguaje muy parecido, probablemente en boga en la época. Ambos condenan el manejo oligárquico del país desde perspectivas muy diferentes: la de díscolo miembro y la de excluido. Ambos escriben encendidas páginas contra el exclusivismo político liberal y conservador, algunas de las cuales, en el caso de López, hemos reproducido y a las que vale la pena agregar, por su claridad, una más:


Los principales yerros y vicios de nuestra democracia surgen, en mi sentir, de una falla fundamental en las relaciones de las clases directoras del país y las masas populares. La facilidad y la costumbre de construir gobiernos de casta han venido desligando a las primeras de las segundas. No encuentro en la historia nacional el ejemplo de un periodo de gobierno que no se haya constituido como una oligarquía, más o menos disimulada, o que no haya derivado hacia esa forma de mando, olvidando sus obligaciones con los electores [...].


Cuando me recojo a pensar en las riquezas nacionales, en un pueblo sin incorporar a la vida pública y en un vasto territorio que aguarda la conquista económica de ese mismo pueblo, viendo la escasa acumulación que hemos logrado en un siglo de acervos espirituales y materiales, me inclino a creer que la historia de Colombia podría interpretarse como un proceso contra sus clases dirigentes, las cuales se han sentido en todo tiempo dueñas de preparación y de capacidades superiores a las que han demostrado tener en el manejo de los negocios públicos; y pienso, además, que si se engañan sobre su propio valor, atribuyéndose virtudes que no poseen en grado que ellas pretenden, su equivocación reviste trágicos caracteres cuando desconocen que muchos de los defectos que esas clases atribuyen al pueblo colombiano son producto del abandono implacable al que este se ha visto sometido.{36}


Pero López se resiste a hablar de redención, le repugnan los dejos apostólicos y su política se aparta de cualquier tipo de voluntarismo, así sea democrático. Gaitán, por su parte, se apoya en la distinción entre el país político (entendido como la burocracia y la maquinaria electoral) y el país nacional (entendido como la masa de ciudadanos dotada de lo que López denominaba «afición política») y ella lo lleva a criticar agriamente a la clase política dirigente por apartarse del sentir popular. Su propuesta consiste en encontrar una forma de expresión política acorde con tales ansias populares, pero esa propuesta es claramente redentora{37} y se manifiesta en una idea de liberalismo en claro contraste con la de López, pues no es claro que Gaitán piense, como López, en un perfeccionamiento del sistema que en cualquier desarrollo capitalista genera la división en clases (que aquel critica con vehemencia) como consecuencia necesaria. Tal incertidumbre sobre un modelo sostenible de desarrollo le fue planteada insistentemente al creador de la UNIR por diversos sectores del Partido Liberal.


Sobre la opinión de López tenemos un poderoso testimonio en una entrevista concedida al diario El Liberal{38}, poco antes de su retiro en 1945 y donde fue consultado acerca de sus preferencias entre Gabriel Turbay y Jorge Eliécer Gaitán, los candidatos liberales a la sucesión, en la cual, a pesar de no manifestarse a favor de ninguno de los dos, expresa sus dudas acerca del gaitanismo. La ironía y la desconfianza de López hacia Gaitán se hacen evidentes y su descalificación política tiene como base su aparente incapacidad administrativa{39}; sin embargo, creo que pueden encontrarse otros motivos menos circunstanciales, propiamente ideológicos. El carácter de las reformas de López no obedece a un apostolado social. Lo que creo reconocer en ellas es un desarrollo natural del capitalismo, un estado de bienestar que debe producirse como consecuencia de la necesaria modernización del país. En la óptica de López, tal modernización debe alcanzar el campo educativo y laboral y las relaciones Estado-Iglesia. Nada en sus escritos permite suponer una actitud apostólica, solamente un perfeccionamiento global del sistema productivo{40}.


El carácter escéptico del liberalismo de López no le permitió ver con buenos ojos la vibrante y emocionada oratoria gaitanista ni su idea radical de justicia social, tan ajenas a la concepción de una sociedad más justa con las mejorías del aparato productivo y de una transformación desde las instituciones que la Revolución en Marcha pretendía defender.


La tesis del gobierno de partido


El Partido Liberal recibió el poder en 1934 en unas condiciones muy diferentes a las de 1930: apertrechado en posiciones de poder, dueño del Congreso debido a la abstención conservadora que ni siquiera una invitación directa a participar en el gabinete del presidente electo pudo quebrantar, con las manos libres para poder actuar. ¿Cómo podría justificar este predominio un defensor de la falibilidad y la contingencia política como López? En su informe final al Congreso en 1938 López hace una defensa de la tesis del gobierno de partido desde tres puntos de vista:


[...] primero, el gobierno de partido como concepto político y administrativo; luego, el gobierno de partido de 1934 a 1938, como suceso histórico diferente de los gobiernos anteriores, ya se trate de la concentración de partidos, del gobierno republicano o «regenerador», y por último, el gobierno de partido como compromiso con los electores que me llevaron a la presidencia de la República y con toda la Nación. En otros términos: el gobierno de partido como hecho conveniente, nuevo y obligatorio.{41}


La base histórica de un Estado democrático y legítimo genera, a primera vista, una duda sobre la propuesta del predominio de un solo partido y programa de gobierno en el poder: la de sectarismo y exclusión de las opiniones divergentes. Imponer un proyecto político, en vez de ser la lógica consecuencia de haber vencido en las elecciones, se convierte en síntoma de desconfianza para la oposición e inmediatamente el partido de gobierno pasa, en nuestro sistema, a desdecirse de las propuestas electorales:


Los Gobiernos más elevados y mejor comprendidos vienen a ser los que se anulan en la satisfacción de sus deseos, para satisfacer anhelos contrarios, los que cortan las aristas de su ambición reformadora a cambio de recibir el elogio de quienes debieran ser sus adversarios, los que destruyendo su razón de ser Gobiernos se destruyen a sí mismos.{42}


López muestra que el resultado de tal práctica política no es otro que vaciar intelectualmente a los partidos, impedir todo saludable intercambio de ideas y afincar en sus asociados una convicción de cuño determinista que le hemos visto atacar con su idea de contingencia política sujeta al cambio histórico:


Comoquiera que sea el origen de tal concepto, es lo cierto que entendido así el juego de los partidos en el poder, desaparece su utilidad, por cuanto no vienen a desempeñar el papel de agentes de la rotación de las ideas en la dirección del Estado, y, de consiguiente, no producen ni la revolución, necesaria cuando hay estancamiento, ni la reacción, indispensable cuando hay desenfreno. La crítica popular que debería operarse por medio de esos instrumentos de opinión no se ejercita. Se nace conservador o liberal, se vive liberal o conservador, y se aspira a morir en el seno de partido uterino, sin relación con las actividades de ese partido en la oposición o en el Gobierno, sin otra alternativa que gozar con sus triunfos o abochornarse con sus fracasos; pero sin que se altere sensiblemente la proporción de colombianos que adhiere a cada uno de los bandos. Los dos partidos son emociones petrificadas, que se espían y se odian, se miden y se injurian, no tienen más visión que neutralizarse.{43}


El gobierno de partido, por tanto, es la afirmación no de un fanatismo, sino de una convicción realista, de la necesidad de cambios en la sociedad y de la posesión de un proyecto para realizarlos. Análogamente, la oposición es solo el camino para acceder al poder convenciendo a los electores de las bondades propias, de la justeza del proyecto político de un partido, no de los abusos y errores de otro. Ser partido de gobierno o de oposición deja de ser una tarea determinada históricamente —como creyeron el General Cuberos Niño y tantos liberales antes que él— para convertirse en el producto de una elección, de una decisión política que premia la mejor propuesta y relega la más débil:


La oposición es, por consiguiente, esencialmente activa y positiva. No niega, afirma. No se satisface en difamar, sino que busca exaltar a sus partidarios con una misión de gobierno por cumplir. Para conquistar el poder no basta demostrar que quienes lo ejercen hacen mal uso de él, sino que es preciso demostrar que se tienen elementos e ideas para hacer buen uso del Gobierno, y que por ello se pretende adquirirlo. La oposición se hace sobre programas de gobierno y, accidentalmente, contra programas de gobierno.{44}


Un partido no puede pretender una propuesta cerrada ni una identidad ideológica que esté por encima de la tozudez de los hechos y, por esa razón, debe estar en capacidad de hacer una oposición inteligente que parta de la base de la falibilidad del Gobierno en el poder. Así, el segundo elemento doctrinario encaja en el método de López y sus ambiciones gubernamentales pierden cualquier viso de totalitarismo:


La oposición, con un programa de gobierno, persigue la conquista del poder. Ese programa no es el mismo de los partidos adversarios, como suele ocurrir entre nosotros, sino que se forma por rigurosa eliminación de los temas en que coinciden los grupos políticos y por la recia identificación de aquellos en que discrepan. Alcanzado el poder por los votos mayoritarios, la consecuencia es el gobierno de partido, es decir, la realización excluyente de un programa que ha sido aprobado por el pueblo.{45}


El gobierno de partido permite dar curso a las promesas electorales y definir las prioridades del sistema en el poder; es la manifestación más límpida de los intereses políticos y de la posibilidad de disenso, la reafirmación misma de la democracia. Si los programas son iguales, eso solo quiere decir que alguno de los partidos se encuentra en crisis pero de manera alguna el sistema. No hay objeción de principio contra el predominio exclusivo de un partido en el poder durante un periodo constitucionalmente establecido. ¿Por qué la mentalidad nacional se resiste a entender una verdad tan evidente? Según López, y con esto se aproxima al hecho histórico del gobierno de partido, tal interpretación se ha generado por una incomprensión intencionada de lado del conservatismo, responsable no de un gobierno de partido, sino de una hegemonía con periodos de sectarismo temible.


Aparejada con esta actitud de incomprensión, surge la obsesión por la no intervención del Gobierno en política en defensa de las tesis que lo llevaron al poder. Esa neutralidad no es compatible con el gobierno de partido y así lo declara López enfáticamente al establecer las causas de tales ideas: acostumbrados a la exclusión, los liberales solo conciben la guerra o la domesticación de sus ideas como salidas políticas. Acostumbrados al poder, los conservadores no se conforman con ser la oposición minoritaria y pretenden volver a la época de la colaboración, haciéndose a varios de los ministerios más importantes. Sin embargo, el gobierno de partido se viene gestando desde la convención liberal de 1929 y representa un vuelco, un cambio en la estéril vida política nacional: 


El movimiento de 1929 fue, por consecuencia, una reacción contra ese espíritu, y el renacimiento político tradicional de Colombia. Fue también, aunque muchos no lo hayan entendido así, una reacción contra las costumbres sectarias que habían permitido, por su crueldad y su intrepidez en el abuso, que la lucha ideológica no tuviera otro desenlace que la guerra civil. Los dos flancos de esa empresa política, atendidos con igual entusiasmo, iban contra la convicción de que el liberalismo no podía llegar al poder sino por la revolución o por la concesión doctrinaria: en el primer caso, con una victoria total; en el segundo, con una derrota consentida y en forma de una discreta aproximación a los atributos del Gobierno, sin ánimo de ejercerlos o utilizarlos.{46}


Para evitar esta concesión López envía una carta a los jefes conservadores ofreciéndoles tres ministerios y dejando en claro el criterio liberal con que conducirá su administración. Los conservadores se niegan y al comprender la magnitud y profundidad del programa liberal, decretan la abstención absoluta alegando persecución política. López ahora tiene que enfrentar la acérrima oposición de su propio partido, invadido de liberales reaccionarios. Sin embargo, la oposición ideológica solo puede contribuir al perfeccionamiento de la democracia y, desde ese punto de vista, la ausencia del conservatismo en la vida pública no es un beneficio. Si algunas máculas pueden señalársele a la Revolución en Marcha, según López, ellas son no haber persuadido a la oposición de participar en la discusión de reformas necesarias, pero problemáticas y haber sido un proyecto político ambicioso en extremo. Esta perspectiva histórica le permite hacer una evaluación de los diferentes frentes de su gobierno, resaltando cómo en cada uno de ellos se planteó una opción propia, modesta —como en el caso de las relaciones exteriores—, pero adecuada a las necesidades del país. El gobierno de partido, entonces, se ajusta mejor a un criterio ceñido a las mayorías, sin considerarlo infalible y, además, es más respetuoso de la decisión popular, se hace fuerte por la preponderancia intelectual y la pertinencia de sus tesis. Solo así se producirán las necesarias modificaciones sociales que el país necesita, no de otra manera se podrá perfeccionar el sistema capitalista entre nosotros y generará riqueza a todos los niveles:


He entendido consolidar el liberalismo en el poder dándole razones para conservarlo, y me atrevería a decir que facilidades para perderlo. El Partido Liberal no podrá ser Gobierno sino mientras demuestre que tiene una misión y que la está cumpliendo a cabalidad; pero que nadie espere que realizadas ciertas reformas en la ley y puestas otras en marcha en la conciencia pública, el liberalismo pueda permanecer en el Gobierno protegido por una estructura de hegemonía, ni que sea ahora cuestión voluntaria emplear o dejar de emplear los sistemas anteriores a 1934. Es más difícil hoy gobernar y permanecer que antes de ese año. La conciencia popular inquieta, el pueblo exigente, la necesidad de estudiar los problemas económicos, la impaciencia de vivir con más amplitud y seguridad, la seducción de ciertos motivos de lucha, el ejercicio, cada vez más agudo, de la crítica sobre los hombres públicos y sobre los actos oficiales, la costumbre de que el Gobierno opine, discuta, combata, sin hacer ostentación de los atributos del mando ni uso de sus facultades represivas, y, por sobre todo, la capacidad del pueblo para imponer su voluntad en las elecciones, han cambiado de tan radical manera la función de gobernar que no la reconocería, y desde luego, no podría desempeñarla ninguno de los estadistas que se hicieron célebres por su desdén de la inteligencia popular y su confianza en los fusiles para tapar las grietas de los edificios políticos. De esta estabilidad sombría no va a gozar el liberalismo; por el contrario, apelar a cualquiera de sus recursos, so pretexto de autoridad, sería su perdición. La estabilidad liberal es, aparadojalmente, una cuestión de movimiento, de acción, de cambio. Interesar a los colombianos en las ideas liberales y hacerlos esperar su desarrollo con entusiasmo, es consolidarse. Mientras ello ocurra, bien puede la oposición estar clamando contra el orden nuevo e invitar con cantos melifluos al blando reposo de su isla de lotófagos, al regreso de 1886, sin que haya un solo ciudadano que se conmueva por su desolación o por su retrospectivo miraje.{47}


Solamente con este criterio de gobierno puede conducirse al país a un estado de actividad intelectual positivo que genere una política social de largo aliento, un verdadero vuelco en la realidad nacional, adormecida por el letargo de una hegemonía. El gobierno de partido se revela, entonces, como el gran aliado de las causas justas, como el impulsor de un modelo más equitativo y menos violento de sociedad, haciendo énfasis en la autoridad legítimamente constituida y no en la fuerza, como se percibe en otro de sus escritos:


El cambio político ocurrido en el país no ha pasado inadvertido para las masas de trabajadores que participaron tan activamente en él [...]. No es, pues, extraño, sino normal, que el concepto de democracia que se extendió por toda la República como consecuencia del triunfo liberal, haya influido para promover ese desasosiego, que es una forma casi mecánica de buscar el equilibrio económico, roto dentro de la tradición política anterior.


Están en plena vigencia legal, en todos los casos, procedimientos para someter cualquier brote de rebeldía del trabajador a las condiciones generales o particulares en que presta su servicio; y hay una completa escala de medidas autoritarias [...] para dar a la ley, y a la interpretación judicial de la ley, el respaldo de las armas. Pero no hay todavía ningún modo de obrar sobre los propietarios de tierras con un criterio más humano, más liberal, más generoso, que corrija las injusticias e impida la aplicación de algunos reglamentos de trabajo, que mantienen al campesino sujeto al régimen feudal, especialmente en ciertas secciones del país.{48}


Esta elaborada defensa constituye un aporte ideológico valioso porque consigue justificar la predominancia política, reglada y transitoria, como elemento constitutivo de un gobierno liberal. En oposición a muchos de los pensadores teóricos de la hegemonía, López no debe recurrir a otra fuerza diferente a la propia agitación política para darle sustento a su posición. En oposición a la tradición liberal decimonónica, la guerra no le parece una estrategia aceptable para dirimir las diferencias políticas.


El principal defecto de la propuesta no residía, a mi juicio, en ella misma, sino en el medio político que habría de servirle como escenario: oposición fanática, vías de hecho para imponer una ideología y veneración casi religiosa de los caudillos partidistas eran a la sazón los elementos de la vida pública nacional. La administración liberal de 1934 a 1938 enfrentó la situación adversa con una convicción clara a favor de una formación política más acorde con el mundo moderno y sus éxitos y fracasos —muchos de los cuales pueden atribuirse a López mismo— no estuvieron alejados de ese lineamiento general. Se quiera considerar al presidente liberal como un convencido de las causas justas o como un político sagaz, el observador no podrá evitar reconocer en sus escritos y discursos críticas al vetusto sistema de producción y a la aridez intelectual de los liberales en la última época de la Hegemonía Conservadora. La tesis del gobierno de partido consigue recoger muchas de esas valoraciones y proponer una solución desde el Gobierno, lo que constituye uno de los aspectos más fascinantes de la personalidad de López y de muchos de sus más cercanos colaboradores, toda vez que piensan el Estado como un propulsor de las soluciones a problemas nacionales y no como un mero mecanismo de corrección de defectos administrativos que son desnudados por el devenir histórico.


Con la salida prematura del Gobierno en el segundo periodo, la actitud de López cambió debido a la violencia que generó una propuesta democrática madura como la suya en un país inmaduro políticamente, cambio que se manifestó en su fórmula de 1956 de la elección de ministros de acuerdo con el porcentaje electoral de sus partidos.


¿Qué balance histórico podemos hacer, entonces, de las principales tesis de su pensamiento político? Su tono renovador no caló en grandes sectores de la sociedad colombiana y ni siquiera pudo culminar su segundo periodo presidencial. El designado para sucederlo, Alberto Lleras, promulgó una actitud gubernamental de no-intervención en política que no reflejaba del todo algunas de las ideas más importantes de López{49}, y el Partido Liberal, dividido, perdió las elecciones de 1946. Tampoco pudo el ex presidente liberal comprobar su hipótesis de que la pasión política permitía garantizar una paz duradera como la que había creído conseguir al final de su primer mandato{50} y la agitación ideológica fue sustituida vertiginosamente por una violencia acérrima en todo el país. Así pues, los hechos no parecerían darle el único apoyo que siempre buscó para sus ideas: el de la adaptación a la realidad.


Sin embargo, el historiador de las ideas tendrá que reconocer que ese aparente fracaso de la tesis del gobierno de partido no hace más que confirmar el juicio del propio López acerca de la educación política en Colombia: la tendencia a considerar el predominio en el poder como la eliminación de la oposición o como una negociación de los principios de gobierno, las soluciones autoritarias y de hecho ante los conflictos sociales —que él nunca compartió— y el pernicioso legado del caudillismo siguen haciendo parte de la práctica política del país. Pero también en el campo puramente propositivo López consiguió leer acertadamente la realidad nacional: una y otra vez se recurre a él en busca del verdadero pensamiento liberal, sus conceptos parecen haber resistido bien casi setenta años y algunos de ellos, como la insistencia en la función social del Estado o en una revolución desde las instituciones, son revividos en el debate político nacional. Su figura sigue siendo asociada con la del gran modernizador del país en el siglo XX y creo que el elemento propiamente ideológico de sus propuestas no aporta poca evidencia para ello.





Concepciones y debates sobre la cuestión agraria (1920-1938)
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EN LA DÉCADA DE los veinte, el mando del país estaba en manos del Partido Conservador, pero la revolución social era vista por los grandes propietarios rurales y los industriales, por la jerarquía católica y gran parte del clero, por el partido de Gobierno e incluso por algunos sectores liberales como una amenaza real contra el orden y el progreso de la República. Sin embargo, la reacción de los grupos dirigentes de la sociedad colombiana contra lo que entonces se denominó la amenaza bolchevique se hizo mucho más evidente con el triunfo del Partido Liberal en 1930 y, en particular, durante el primer gobierno de Alfonso López Pumarejo.


La cuestión social, denominación utilizada por las fuerzas políticas de la época para referirse a las precarias condiciones de vida de los trabajadores urbanos y los campesinos, fue sin duda uno de los tópicos centrales de la confrontación ideológica y política durante la República Liberal, y quizá el que suscitó las posiciones más extremas. Los combates librados en el Congreso, en la prensa y la radio y en el púlpito se centraron en los proyectos legislativos impulsados por los gobiernos de Olaya Herrera y López Pumarejo que buscaban regular la propiedad y fomentar la explotación de la tierra, mejorar las condiciones laborales en el campo y la ciudad y extender los derechos sociales y políticos a los trabajadores colombianos. El diagnóstico de los problemas sociales y el tipo de soluciones propuestas por los diferentes sectores que tomaron parte en esta contienda revelan no solo las viejas disputas entre liberales y conservadores, sino también un claro deslinde ideológico de los sectores sociales que conformaban la sociedad colombiana cuando la industrialización y la modernización del país eran aún procesos incipientes.


Como lo mostraremos en este texto, la oposición a las reformas sociales de la República Liberal en modo alguno fue obra exclusiva del Partido Conservador. Por el contrario, quienes asumieron las posiciones más extremas contra los proyectos de reforma social fueron un importante grupo de parlamentarios liberales junto con los gremios de los grandes propietarios rurales, cuyos principales voceros también militaban en las filas liberales. Sin duda alguna, la férrea oposición de gran parte de la dirigencia económica y política del país a las reformas sociales de Olaya Herrera y López Pumarejo logró frenar el ímpetu modernizador y democrático de la República Liberal, al tiempo que limitó drásticamente el alcance de algunas reformas sociales, entre ellas el régimen de tierras de la Revolución en Marcha.


Pero tal vez el rasgo más característico de esta contienda es la activa participación de nuevos grupos sociales y políticos que asumieron la vocería de los asalariados y los campesinos. En efecto, son las acciones promovidas por los grupos socialistas, los sindicatos y las organizaciones campesinas las que desde 1918 alertaron a la dirigencia del país sobre el peligro bolchevique, y colocaron en el centro del debate nacional la urgencia de soluciones estatales a los problemas de miseria, desigualdad, injusticia y exclusión del pueblo de los derechos políticos. Aunque estos sectores ciertamente simpatizaban con la revolución bolchevique y agitaban programas de tinte socialista, terminarían siendo el principal soporte político de las reformas liberales de López Pumarejo.


La cuestión agraria


En el decenio 1850-1859, cuando Agustín Codazzi recorrió el territorio colombiano, descubrió que aproximadamente el 75% estaba conformado por «terrenos baldíos sobre los cuales nadie reclamaba derechos de propiedad»{51}. Sin embargo, en aquella época ya existía una modesta economía de exportación, basada en la producción de tabaco y en la explotación de la quina silvestre, y comenzaban a sembrarse los primeros cafetales. Y gracias al modesto desarrollo de la economía de exportación, a la expansión de la red vial y al aumento de la demanda de alimentos y otros productos en los centros urbanos, en la segunda mitad del siglo XIX no solo hubo un notable incremento de la demanda de tierras, sino de trabajadores que las pusieran en producción. No es casual, entonces, que numerosos hacendados y empresarios agrícolas y unos cuantos especuladores de tierras solicitaran al Gobierno concesiones de miles de hectáreas de baldíos o hicieran efectivos antiguos bonos territoriales que habían adquirido por unos pocos centavos{52}. Tampoco es casual que desde comienzos del siglo XX las concesiones de baldíos otorgadas por el Estado sigan «el movimiento del café desde la Cordillera Oriental hacia la Cordillera Central, es decir, hacia los departamentos de Tolima, Caldas y Valle»{53}.


Desde entonces, hasta el decenio 1930-1939, la política agraria del Estado colombiano estaría basada en la promulgación de leyes y decretos que regulaban la adjudicación de tierras baldías a particulares y establecían los procedimientos jurídicos para resolver los pleitos a que estas concesiones o adjudicaciones dieran lugar. De la prolija legislación de baldíos es pertinente mencionar al menos dos leyes expedidas durante el periodo radical, por cuanto introdujeron drásticos cambios en el destino que los gobiernos anteriores le habían dado a las tierras públicas. En lugar de ser un recurso fiscal para financiar las deudas del Estado, atraer la inversión extranjera e indemnizar a unos cuantos veteranos de las guerras civiles, la Ley 61 de 1874 dio prelación a la adjudicación de tierras a los colombianos y extranjeros que estuvieran dispuestos a ponerlas en producción. A su vez, la Ley 48 de 1882 introdujo varias disposiciones para incentivar los cultivos agrícolas, impedir el acaparamiento de tierras y proteger a los colonos o cultivadores independientes. De ello dan cuenta, entre otras, las siguientes disposiciones: 1) «la propiedad de baldíos se adquiere por cultivo, cualquiera que sea su extensión»; 2) «los colonos de las tierras baldías, establecidos en ellas con casa y labranza, serán considerados como poseedores de buena fe y no podrán ser privados de la posesión sino por sentencia dictada en juicio civil ordinario»; 3) los tenedores de bonos territoriales no podrán adquirir tierras civilizadas por colonos; 4) las adjudicaciones individuales no podrán superar el tope de 5.000 hectáreas; 5) los adjudicatarios adquieren la obligación de explotar una proporción del área adjudicada en un periodo de tiempo determinado, o de lo contrario la tierra retornaría al dominio público{54}.


Hay que decir, sin embargo, que en materia de legislación de baldíos no hay diferencias apreciables entre los gobiernos radicales y los gobiernos conservadores. Por el contrario, aparte de compartir los mismos propósitos (ampliar la frontera agrícola, evitar el latifundio y crear una sociedad de pequeños propietarios rurales), algunos gobiernos conservadores incluso expidieron leyes que contenían disposiciones aún más drásticas para evitar el acaparamiento de tierras y los latifundios ociosos. Tal es el caso, por ejemplo, de la Ley 110 de 1912 que redujo de 5.000 a 2.500 hectáreas las adjudicaciones individuales, y precisó aún más la cláusula de reversión de la tierra en caso de no-explotación o explotación insuficiente de la misma.


Pero, a pesar de las buenas intenciones de los legisladores, entre el texto de la ley y los resultados de su aplicación había, por lo general, una brecha considerable. Fuera de la ineficiencia, y en no pocos casos la venalidad, de la burocracia oficial y las instancias judiciales, los requisitos exigidos a los colonos para adjudicarles sus «fundos» eran tan costosos y dispendiosos, que muy pocos estaban en capacidad de cumplirlos. En cambio, los grandes concesionarios contaban no solamente con los recursos y las conexiones necesarias para agilizar el trámite de sus solicitudes, sino que tenían poder de sobra para lograr que las autoridades judiciales fallaran en su favor cuando enfrentaban pleitos y litigios con los colonos. Que la concesión de tierras baldías tendió a favorecer a los terratenientes y especuladores de tierras ha sido rigurosamente constatado por los investigadores que se han ocupado de los conflictos agrarios durante este periodo. Por ejemplo, Legrand demuestra, con base en el registro oficial de concesiones de tierras, que la mayor proporción de baldíos adjudicados entre 1827 y 1931 quedó en manos de terratenientes, empresarios agrícolas y especuladores, y confirma la hipótesis de que la «privatización de baldíos reforzó el predominio de la gran hacienda en el campo colombiano»{55}.


En su minucioso estudio de los pleitos de baldíos, Legrand también presta especial atención al proceso de organización de los colonos y a sus acciones para enfrentar la muy desigual competencia por las tierras baldías. Entre dichas acciones sobresalen en algunos casos la apelación a las disposiciones legales que los favorecían y, en otros, las vías de facto. La documentación disponible indica que los conflictos por las tierras baldías comenzaron poco tiempo después de la expedición de la Ley 61 de 1874, y se incrementaron progresivamente hasta alcanzar el pico a finales de la década de los veinte (de 2 conflictos registrados entre 1870 y 1879 a 210 entre 1920 y 1929){56}. El principal epicentro de estos conflictos fue la provincia de Sumapaz (que comprendía una vasta porción de tierras incultas ubicadas en el occidente de Cundinamarca y el oriente del Tolima), región en la que estaban ubicadas unas cuantas haciendas y numerosos grupos de colonos, algunos de ellos establecidos desde la guerra de los Mil Días. Sin embargo, durante las primeras décadas del siglo XX, la colonización de baldíos se expandió a varias regiones del país, impulsada en gran parte por la dinámica del café. Como lo indica Legrand, en 1928 había pleitos de tierras entre hacendados y colonos por lo menos en las siguientes regiones: Sinú, Montería, la zona bananera de Santa Marta, suroeste de Caldas, Valle del Cauca y Huila.


Otro conflicto, por cierto muy ligado a los pleitos de baldíos, estalló a finales del decenio 1920-1929. Los arrendatarios de numerosas haciendas, muchas de ellas ubicadas en las regiones cafeteras de Tequendama, Sumapaz y el oriente del Tolima, cuestionaron el régimen de arrendamiento, elevaron pliegos de peticiones a los hacendados y algunos incluso se negaron a continuar pagando sus obligaciones, alegando su condición de ocupantes de baldíos. Según el ministro de Industrias Francisco José Chaux, en 1931 había 60 haciendas que tenían pleitos con sus arrendatarios. De estos pleitos, la mayoría tenían como motivos el «precio de arrendamiento de las parcelas, por una parte, y el precio del jornal, por la otra»; y entre las circunstancias que abrieron «campo propicio a las reclamaciones colectivas», el ministro menciona la pérdida de cosechas y «la disminución del valor de los jornales que se pagan hoy día». El alto funcionario asimismo destaca, entre los motivos del conflicto, el sistema de trabajo predominante en Cundinamarca, Boyacá y Tolima, consistente en el pago de una obligación en trabajo semanal como parte del canon de arrendamiento{57}.


A todo ello hay que añadir la prohibición a los arrendatarios de sembrar café y las restricciones en el mantenimiento de ganado en gran parte de las haciendas de Cundinamarca y Tolima.


El conjunto de estos problemas fue agrupado bajo el término la cuestión agraria —quizá por asociación con la cuestión social—. Como se mostrará en este ensayo, la disputa por las tierras baldías entre hacendados y colonos —que comienza a mediados de 1870 y se prolonga hasta la década de los cuarenta—, el cuestionamiento de los títulos de propiedad y los conflictos generados por el oneroso régimen de trabajo al cual estaban sujetos los arrendatarios son algunos de los problemas centrales de la cuestión agraria que intentarán resolver los gobiernos de Olaya Herrera y López Pumarejo.


La amenaza bolchevique en el decenio 1920-1929


El clima de agitación social y confrontación política que precede a la República Liberal se alcanza a percibir en la dramática radiografía publicada, en 1920, por Carlos E. Restrepo (líder de la Unión Republicana que había gobernado el país entre 1910 y 1914, y que en 1931 ocuparía el cargo de ministro de Gobierno del presidente Olaya Herrera). Bajo el curioso título Escuela de Soviets, Restrepo atribuía al gobierno de Marco Fidel Suárez el desastroso panorama social del país y lo responsabilizaba de la amenaza bolchevique:


Sería divertido —si no fuera tan alarmante el fenómeno— contemplar la rapidez y la inconsciencia con que, bajo instituciones y prácticas ultraconservadoras, se está fomentando en Colombia el socialismo más extremado o «bolcheviquismo [...].


No se ve ningún esfuerzo civilizador sobre las indiadas que vegetan en Boyacá, Cundinamarca, Cauca y Nariño; y, lo que es peor, lo poco que sale a la superficie es para indicar que allí se prepara a la mesnada para obligarla a las reivindicaciones de la violencia; la mente sin instrucción, la vida con pan escaso, la propiedad y la familia sin amparo; la salud y el bienestar sin miramientos, el peso de las contribuciones, los derechos sin libre ejercicio, la existencia ciudadana a merced del amo omnipotente [...] odas a las injusticias del capital y de la fuerza están preparando las injusticias de los trabajadores y los débiles.


Cada uno de esos pequeños distritos que hoy forman parte del haber material y político de los gamonales, y cuyos habitantes en tropas dóciles para doblegarse ante el trabajo de la tierra ingrata o arrodillarse al pie de la urna incomprendida, son escuelas de «soviets» futuras, ante cuyos tremendos tribunales comparecerán —seguramente— los confiados explotadores de hoy.


La Rusia de los remotos Urales y de la Siberia desolada duerme en el altiplano andino, duerme, pero vive y despertará.{58}


Pero el tribuno republicano no se limita a atacar el desprestigiado régimen de Suárez. Haciendo gala de su experiencia en el manejo de la cosa pública y de su autoridad intelectual, expone sus propias fórmulas para evitar que el bolchevismo dormido en el altiplano andino despierte: caminos y ferrocarriles «que traigan hombres e ideas de tierras diferentes»; escuelas primarias «en que se eduque al pueblo enseñándole los deberes que tiene que cumplir para con sus prójimos, su patria y su Dios; pero enseñándole también sin miedo los derechos que debe disfrutar como miembro de una comunidad civilizada»{59}.


Dos años después de esta «profecía» republicana, el Partido Liberal lleva a cabo una convención en Ibagué, en la cual proclama al general Benjamín Herrera como su candidato para las elecciones presidenciales de 1922 y adopta un nuevo programa, cuyo propósito central era recuperar el carácter popular del partido y encontrar soluciones adecuadas al descontento social:


Las clases populares son la base misma del liberalismo, son sangre de su sangre, y en nuestra patria están ellas en un estado de inferioridad evidente, apenas de nombre conocen las reformas e instituciones que en pueblos más afortunados son ya realidades que dan al obrero protección y garantías efectivas. El partido debe inscribir en su programa esas reformas, adaptadas a nuestras posibilidades y circunstancias, y debe ordenar a sus voceros en congresos, Asambleas y Municipalidades, como misión principal, la de luchar por ellas incansablemente hasta sacarlas adelante. Así lo manda la justicia y así lo reclama el verdadero sentido del liberalismo moderno.{60}


Nótese que en lugar de «indiadas», el general Herrera habla de «clases populares», término que hasta entonces era muy poco usual en la retórica política colombiana. Nótese, asimismo, que en lugar de caminos, escuelas y respeto a la patria y al prójimo, Herrera propone reformas e instituciones que den al obrero protección y garantías efectivas. Como es de esperar, la Convención de Ibagué aplaudió febrilmente el discurso del general Herrera, y entre las bases programáticas del Partido Liberal los delegados incluyeron dos propósitos inaplazables: «Defensa y protección de las clases obreras» y «legislación sobre la propiedad territorial y colonización con auxilio del Estado, garantizando la adquisición y estabilidad de la pequeña propiedad». También tuvieron en cuenta las peticiones de los trabajadores rurales: fijación de jornales mínimos, «descanso hebdomadario», horario de trabajo y un «código que reglamente el arrendamiento de servicios»{61}.


En 1929 los problemas sociales habían cobrado tal magnitud, por efecto de la depresión económica mundial, que las instituciones de beneficencia y las obras de caridad ya no bastaban para atender a tanto pobre. Pero, en realidad, los fenómenos que mayor alarma producían entre los dirigentes de los gremios y los partidos, en la jerarquía católica y en los intelectuales, eran la agitación social y el despertar político de las «indiadas» o de las «clases populares».


La cuestión social en los gobiernos conservadores


No parece entonces casual que sea precisamente en esta época de agitación obrera y campesina cuando la cuestión social, término acuñado por el Papa León XIII, en su encíclica Rerum novarum, promulgada en 1891 para convocar al mundo católico a «dar pronto y oportuno auxilio a la clase obrera, pues se halla la mayor parte de ella en una situación desgraciada y calamitosa», adquiere importancia en las estrategias de acción de la jerarquía católica colombiana y en los debates nacionales. Llama la atención, sin embargo, que los presidentes conservadores del decenio 1920-1929 continúen confiando casi exclusivamente en el espíritu caritativo de las clases altas y en las instituciones de beneficencia como los medios más eficaces para atender los urgentes problemas sociales del país. Ello se constata al menos en los discursos de posesión presidencial y en el apoyo de algunos de ellos a la Acción Social Católica, organización que, como es sabido, pretendía combatir a los «enemigos del catolicismo» (el liberalismo, el socialismo y el comunismo) con los mismos métodos por ellos empleados, a saber: organización de los obreros y los campesinos, cajas de ahorro, educación y acciones políticas.


Si nos atenemos a sus discursos de posesión presidencial, los gobernantes conservadores del periodo comprendido entre 1918 y 1930 consideraban que los principales problemas de los trabajadores podrían ser resueltos principalmente con instrucción pública, educación religiosa, campañas de higiene y de temperancia, y obras de caridad y beneficencia. Sin embargo, al comparar las fórmulas de Marco Fidel Suárez con las de Pedro Nel Ospina, se perciben diferencias importantes. Por ejemplo, Suárez considera que, para atender las necesidades de los pobres, el Estado debe promover las obras públicas a fin de aumentar el trabajo; también compete al Estado apoyar las obras de beneficencia aportando recursos «a la subsistencia regular de los enfermos y a la higiene y la moralidad de sus habitantes»; y fortalecer la «Acción social», entendida como una noble alianza entre «la ciencia, la iniciativa privada y la caridad» y «uno de los medios más eficaces para obtener la prosperidad pública [...] y mejorar la condición de las clases pobres». En esta noble alianza, el presidente le asigna la misión principal al clero, dado que este «no solo trabaja en la moralización de los hombres, sino en muchas cosas que redundan a favor de la riqueza pública y el bienestar de los pueblos»{62}. En cambio, el presidente Ospina —hombre de negocios y con amplia trayectoria empresarial— considera que la «manera más práctica, equitativa y eficaz de favorecer a las clases obreras» es mejorando los salarios, aunque ello no sea posible «mientras las condiciones de producción y de venta sean tales, que el empresario, para no salir perdidizo, tenga que establecer salarios insuficientes para la pobre vida de los obreros»{63}. Así pues, «la cordial simpatía y sincero interés de compañerismo» que el presidente empresario siente por las clases obreras, tiene como condición el desarrollo industrial y comercial del país.


Llama la atención que el último presidente de la República Conservadora, Miguel Abadía Méndez, no ofrezca fórmulas sociales, pese a que para entonces las huelgas obreras y los conflictos agrarios se habían extendido a varias regiones del país. Tal vez pensó que la prosperidad económica que tanto había favorecido a su antecesor y que ciertamente había redundado en un incremento considerable del empleo y en una relativa mejoría de los salarios rurales y urbanos, duraría por lo menos hasta el fin de su mandato. No obstante, el presidente Abadía dedica un párrafo de su discurso de posesión a la laboriosidad, la abnegación y la paciencia de los trabajadores colombianos:


Si la guerra tiene sus héroes desconocidos, también la paz. Y así es justicia, en evocación gloriosa cual la de hoy, que ensalcemos al oscuro labrador que deposita en los surcos la preciosa semilla, artífice ignorado del progreso y engrandecimiento de la patria, que vive, trabaja y muere en valles y montañas, víctima de climas mortíferos y letales dolencias. Hermanos en la faena y no menos abnegados que ese oscuro labrador son el obrero que lleva al hogar de las calderas el combustible que se transforma en ordenados y fecundos movimientos del laborioso artesano, el paciente minero hundido en las entrañas de la tierra, honrado acarreador de valiosos cargamentos.{64}


Pero los gobernantes conservadores del decenio 1920-1929 no se limitaron a las fórmulas que anunciaron el día de su posesión. Según Henderson,


[...] a comienzos y mediados de la década de los veinte [...] respondieron a las exigencias de los trabajadores con algunas reformas moderadas. En 1922, se aprobó una ley de seguridad social y, en 1924, se creó una Oficina del Trabajo como dependencia del Ministerio de Industrias. En 1926, se aprobó una ley según la cual a ningún trabajador podía pedírsele que trabajara los domingos. Pero lo que el Gobierno parecía ofrecer con una mano, con la otra lo retiraba, al aprobar una legislación que declaraba ilegales las huelgas y que permitía el uso del ejército y de la policía para disolverlas.{65}


Entre las medidas represivas tomadas por los conservadores, el historiador norteamericano destaca «el manejo que dio Pedro Nel Ospina a la primera huelga de importancia contra la Tropical Oil Company», y la «ley heroica» de Abadía Méndez, mediante la cual se facultaba al Gobierno para declarar ilegales las organizaciones de izquierda y reprimir las protestas sociales. Dice Henderson que en los debates del Congreso que culminaron con el retiro de los parlamentarios liberales y la consiguiente aprobación de la «ley heroica», el ministro de Defensa, Ignacio Rengifo, sostuvo que los comunistas estaban a punto de someter al país a «una conflagración social de pavorosas dimensiones» e incluso llegó a afirmar que había «infiltración bolchevique dentro del propio ejército»{66}.


A lo dicho por Henderson hay que añadir que la percepción de las huelgas y los conflictos rurales como una conspiración comunista era compartida por gran parte de la dirigencia colombiana y, en particular, por la Sociedad Colombiana de Agricultores —SAC— a la cual, en 1909, el Congreso le concedió el carácter de «cuerpo consultivo del Gobierno en materias agrícolas»{67}. Basta examinar los números de la Revista Nacional de Agricultura publicados entre 1917 y 1930 para saber cuándo y por qué surgió el temor de los hacendados al peligro bolchevique.


Bajo el título «En defensa de la propiedad», en agosto de 1918, la revista difunde una carta enviada por el presidente de la Sociedad, Pedro E. Otero, al presidente de la República y a otras instancias del Gobierno y del poder judicial, cuyo propósito es solicitar atención a «los constantes reclamos de hacendados respetables que han sido víctimas de atropellos y despojos». Los nombres de las víctimas son ocho hacendados de «varios departamentos», cuatro de los cuales eran propietarios de inmensos latifundios en la región de Sumapaz, y dos de ellos (Juan Francisco Pardo y su hijo Hernando Pardo, dueños de la hacienda Sumapaz) enfrentaban, desde 1910, graves conflictos con varios grupos de colonos, contra los cuales habían entablado demandas y juicios de desalojo, alegando que eran víctimas de usurpación de predios de su propiedad. Incluso, en 1917, hicieron un desalojo con apoyo de la Guardia de Cundinamarca en el que murieron dos colonos.


¿Cuáles eran los atropellos que denunciaban los hacendados y qué explicación daban los directivos de la SAC a los conflictos agrarios de aquella época? Esto es lo que dice el presidente del gremio:


Hacendados respetables [...] que han implantado el sistema de dar porciones o lotes a colonos o arrendatarios para que los cultiven, con derecho a usufructuar las mejoras que establezcan, a cambio de contribuir con su trabajo personal, u otras obligaciones, a las labores y menesteres de las fincas, se han dirigido a esta Sociedad, denunciando el hecho de que tales arrendatarios o colonos —inducidos por individuos que maliciosamente les hacen creer son baldías las tierras que ocupan y que, por ende, ellos tienen los derechos de cultivadores de tal clase de terrenos— se sublevan contra los propietarios y los desconocen con vías de hecho, declarándose, por sí y ante sí, poseedores legítimos de las porciones que ocupan; y hacen este denuncio con el fin de interesar la intervención de la Sociedad, para ver de conseguir un remedio eficaz e inmediato contra tan grave mal.{68}


Y, para acabar con la insubordinación de los arrendatarios y colonos, la SAC llega a la conclusión de que:


[...] si bien existen leyes suficientes, claras y precisas, tanto preventivas como represivas, que garantizan los derechos de los propietarios, quizá por mala inteligencia de dichas leyes, o por lenta o deficiente aplicación de ellas, aquellos no han encontrado la protección que han menester y que nuestra legislación les ofrece.{69}


Por consiguiente, el señor Otero solicita la «la intervención de la autoridad pública» y recomienda a los agricultores afectados acudir a la vía judicial si «los actos ilícitos denunciados llegan a consumarse por los instigadores de los arrendatarios o colonos». Para persuadir a las autoridades de las bondades de proteger el derecho de propiedad, acude a un curioso argumento según el cual


[...] las medidas eficaces para amparar al propietario protegen también a los colonos o arrendatarios, en su generalidad campesinos ignorantes, contra las estafas de que los hacen víctimas quienes los engañan con la ilusión de apropiarles lo ajeno, privándolos así de sus escasas economías y llevándolos a la ruina, bajo el pretexto de erogaciones para pleitos que en la mayoría de los casos no existen.{70}


En esta carta se advierten con suma claridad tres aspectos característicos de la mentalidad tradicional y reaccionaria de los hacendados: la atribución del conflicto agrario a instigadores o agentes bolcheviques que engañan o azuzan a los campesinos ignorantes, la creencia en que la protección de sus propios intereses favorece a los trabajadores, y la apelación a la fuerza de la autoridad para resolver los conflictos sociales.


Entre 1919 y 1922, el órgano periodístico de los hacendados guarda un largo silencio, no obstante que los conflictos rurales continuaban en ascenso. La alarma se vuelve a disparar en 1923, a raíz de dos proyectos legislativos sobre el «Salario mínimo, Protección a los cultivadores, Régimen agrario y colonización interior» que cursaban en el Congreso. Bajo el título «Algo muy grave para los agricultores», la SAC expone sus argumentos contra estos proyectos y una proposición aprobada por la Junta Directiva solicitando al Congreso Nacional «se sirva suspender indefinidamente la consideración de los proyectos expresados»{71}. Este número de la Revista Nacional de Agricultura también contiene un concepto de la Sociedad Antioqueña de Agricultores contra el proyecto de ley que fija el salario mínimo, y un «Importante memorial» dirigido a los honorables miembros del Congreso, «suscrito por trescientas doce firmas», de las cuales se mencionan algo más de veinte, entre ellas las de dos hacendados de Sumapaz que ostentaban con orgullo el título de militantes del liberalismo radical (los hermanos Max y Ruperto Aya).


    No hay mejor forma de mostrar la visión de los grandes propietarios rurales sobre los problemas nacionales y su reacción contra los moderados proyectos sociales que hacían curso en el Congreso, que citar en extenso el combativo manifiesto de la SAC contra los proyectos de ley.


– Temor al desquiciamiento social:


Cursan en las Cámaras legislativas varios proyectos de leyes que, si llegan a ser aprobados, producirán graves trastornos en las industrias, especialmente en la Agricultura, sin que sea exagerado temer un desquiciamiento social. [El salario mínimo y el pago dominical] no solo implicarán un perjuicio para los pequeños industriales que apenas pueden sostener su negocio mediante grandes economías sino para los mismos obreros, pues debiendo el patrón pagar un jornal de $0,60 diarios, inclusive los domingos, y la alimentación de cada uno de los obreros o peones, sin exceptuar a las mujeres, niños e inválidos, aquel seleccionará a los que deba ocupar, quedando excedentes los que no pueden hacer un trabajo igual al de los mejores.


– Unión contra el empuje bolchevique:


Es preciso que todas las Sociedades de Agricultores del país, los industriales grandes y pequeños y, en fin, los colombianos que tienen algo que perder, se esfuercen por contrarrestar el empuje bolchevique que tratan de imprimirle los que aspiran a continuar representando a la Nación y ganando popularidad por estos medios [...]. La Sociedad de Agricultores de Colombia ha esquivado siempre mezclarse en política, pero hoy la necesidad de defender la industria agrícola le impone el deber de hacer un llamamiento a las Sociedades filiales para que, poniendo en práctica su lema de «LA UNIÓN HACE LA FUERZA», formen la Unión Agraria para impedir que a las Cámaras, Asambleas y Consejos Municipales vayan individuos que en alguna forma traten de desquiciar el orden social, ya que son los agricultores los que con su trabajo y su dinero sostienen este, y los que en definitiva disponen en las elecciones del mayor número de votos para elegir sus Representantes a aquellas Corporaciones.


— Los verdaderos problemas y la protección de los pobres:


En Colombia los verdaderos problemas son la falta de capitales y vías de comunicación pero ambos vendrán aun cuando sea lentamente, pues, como decía Pelletan: «La Humanidad progresa padeciendo». En Colombia nadie muere de hambre; hay trabajo para todo el que lo ama, y el ambiente de caridad que cobija a este país acaricia por todas partes a los impotentes dominados por las enfermedades o la incapacidad física. Estamos de acuerdo en que el pueblo se debe proteger y ayudar; ¿cómo? Fundando escuelas en donde, curándole del analfabetismo, aprenda a ser consciente de sus derechos y obligaciones; fundando hospitales para los desvalidos; generalizando la higiene, etc. [...] debemos todos alistarnos para oponernos al mal que asoma la faz. No confiemos en la solidez de la roca de la incredulidad en que vivimos; manos perversas la socavan para colocar la mecha que algún día producirá el incendio.{72}


La conclusión de la SAC es obvia: los proyectos de ley sobre salario mínimo y regulación de las condiciones de trabajo «son peligrosos para el derecho de propiedad, para la tranquilidad social, para la marcha normal de los negocios y para el desarrollo industrial que tanto necesitan los trabajadores». Y en lugar de proyectos que provocarían «una guerra contra los empresarios», el gremio propone la «cooperación amistosa entre los empresarios y los trabajadores». Por su parte, la Sociedad Antioqueña de Agricultores juzga como «inconveniente y perjudicial la intervención del Estado», especialmente la imposición a los empresarios de remunerar a los obreros los días festivos, aduciendo que «no siempre el salario más elevado es el más favorable para la subsistencia y el ahorro», pues el obrero motivado por los altos salarios «se dirige a los centros de trabajo ubicados en lugares de climas malsanos y de pésima condición moral, donde se vuelve vicioso y malbarata lo que pudiera ahorrar».


En 1929, cuando estaba a punto de concluir el muy agitado gobierno de Abadía Méndez, el gremio de los «agricultores» reitera una vez más sus razones para oponerse a cualquier regulación estatal de las relaciones de trabajo. En esta ocasión, no hay proyectos legislativos en curso: el pretexto es un cuestionario sobre la jornada de trabajo, el tiempo de reposo de los trabajadores y remuneración de días festivos, enviado por la Oficina General del Trabajo. En pocas palabras, la SAC responde que no está de acuerdo ni con la jornada de ocho horas ni con la remuneración de los días festivos. ¿Cuáles son sus argumentos? Contra la jornada de ocho horas: esa medida puede ser justa en otros países, como Inglaterra y Estados Unidos, pues en ellos la jornada de ocho horas es efectiva y el trabajo eficiente. Por el contrario:


[...] entre nuestros trabajadores las 9 y media horas diarias no representan sino a lo más 6 de trabajo efectivo, dada la pereza y la mala voluntad que los caracteriza […] y porque el precio de los jornales […] son ya prohibitivos para cierta clase de faenas.


Respecto al pago del jornal los días festivos, estas son sus objeciones:


Esta remuneración nunca fue pedida por los trabajadores. Fue obtenida gracias a los congresistas y con fines políticos [...]. En segundo lugar, el dinero que por este renglón sale del tesoro nacional, asciende a más de $3.000.000 anuales, sin que esto venga en manera alguna a mejorar la condición del pueblo, pues los que tan fácilmente obtienen esta regalía la gastan en cosas superfluas y en vicios con gran detrimento de la salud de las clases que se han querido favorecer; y por último, debe tenerse muy en cuenta que la dificultad para la vida no existe en manera alguna para los braceros, pues los altos jornales que devengan les son suficientes para sus necesidades y el sostenimiento de sus familias. La verdadera dificultad para la vida se encuentra en otra esfera, en la clase media de la sociedad, compuesta en su mayor parte de gente distinguida y honorable, y que es la más numerosa.{73}


De los documentos aquí citados cabe destacar algunos aspectos característicos de la ideología de los hacendados afiliados a la SAC. En primer lugar, describen a la sociedad colombiana como compuesta en su mayor parte por una «clase media distinguida y honorable», laboriosa y sufrida. Por el contrario, a los obreros y campesinos los describen como una masa de «perezosos e ignorantes» que despilfarra los salarios y obedece ciegamente a los agitadores e instigadores. En segundo lugar, se oponen a cualquier tipo de intervención del Estado en materia de regulación de la propiedad, de los salarios y las condiciones laborales, y de los derechos de los colonos y los arrendatarios rurales. En tercer lugar, atribuyen las protestas o las peticiones de los trabajadores a la perniciosa influencia de «instigadores» y «tinterillos», y desde 1918 al espíritu bolchevique. En cuarto lugar, es evidente su espíritu corporativista: «La unión hace la fuerza» es su principal consigna, y los intereses del gremio por encima de los partidos, el principio que rige su política. Por lo demás, sobresale su desconfianza en los políticos, aunque en realidad solo desconfiaban de aquellos que no defendían el «sagrado derecho de propiedad» y demás intereses de los hacendados. La amenaza de los directivos de la SAC de que utilizarán su poder para elegir «congresistas capaces», ciertamente tratarán de hacerla efectiva en el gobierno de la Revolución en Marcha, con la fundación de su propio partido: la Asociación Patriótica Económica Nacional (APEN).


La cuestión agraria y el régimen de tierras de la República Liberal


La política agraria del gobierno de la Concentración Nacional


Cuando Olaya Herrera asumió la conducción del país, los conflictos agrarios estaban al rojo vivo. Por ello era urgente la intervención del Estado en varios asuntos cuya solución no soportaba más dilaciones: el deslinde entre los baldíos y las propiedades de los particulares, la legalización de los títulos de propiedad, la protección de los derechos de posesión de los colonos, y la regulación de los contratos de trabajo de los arrendatarios rurales. Pero, al mismo tiempo, el nuevo Gobierno tenía que enfrentar los efectos de la recesión de la economía colombiana y de la depresión mundial de 1929, algunos de los cuales incidieron directamente en la radi- calización de la agitación rural. Así pues, a los conflictos de tierras y a las reclamaciones en torno a las condiciones de trabajo en las haciendas, se sumaron dos problemas nuevos: el retorno de numerosos trabajadores al campo, por efecto de la drástica reducción del presupuesto destinado a las obras públicas; y la disminución de los salarios rurales entre un 50% y un 60% aproximadamente. Y como si esto fuera poco, los productores y comerciantes de café se vieron gravemente afectados por el progresivo descenso del precio internacional del grano y por la crisis mundial{74}.


Para resolver la crisis agraria y los conflictos rurales, el gobierno de Olaya Herrera acudió, en primer lugar, a la compra y parcelación de cuatro latifundios cuyos propietarios tenían litigios con arrendatarios, colonos o comunidades indígenas, a saber: Dinde y Ortega en el departamento del Cauca, y las haciendas Doa y Sumapaz, en Cundinamarca. En segundo lugar, continuó la creación de colonias agrícolas —política impulsada por el gobierno de Abadía Méndez— y aumentó el crédito agrícola mediante la creación de la Caja de Crédito Agrario que, según Carlos Lleras Restrepo, comenzó a operar con un capital de dos millones de pesos{75} (suma que por entonces equivalía más o menos a dos millones de dólares). Y, por último, abordó el espinoso problema de la titulación de las haciendas y las peticiones de los colonos y los arrendatarios, para lo cual conformó, en 1933, una «junta de cuestiones sociales y asuntos agrarios» que tendría a su cargo el estudio de la cuestión agraria y la elaboración de un proyecto de reforma del régimen de la propiedad agraria{76}.


Dos meses después de conformada esta junta, el 20 de julio de 1933, el presidente Olaya Herrera remite al Congreso el proyecto sobre régimen de tierras con un mensaje en el que manifiesta la urgencia de atender la agitación y los conflictos relacionados con «la propiedad de terrenos cultivados por gentes que alegan la calidad de colonos de tierras baldías y que otras personas reclaman como de su propiedad privada». Respecto a las soluciones de dicho problema, el presidente descarta la fórmula de algunos sectores como la SAC, consistente en entregar a los trabajadores parcelas de baldíos en zonas remotas o de frontera, aduciendo un argumento inobjetable: «en pocas regiones las tierras nacionales se encuentran comercialmente bien localizadas, ya por la falta de vías de comunicación, ya por excesiva distancia de los centros de consumo». A juicio de Olaya, eran dos las situaciones anómalas que el legislador debía resolver: por una parte, la existencia de «baldíos utilizables reclamados u ocupados por pretendidos dueños»; y, por otra, la existencia de «grandes propiedades de titulación sana, pero en su mayor parte incultas»{77}. Entre los principales objetivos del proyecto, el mensaje presidencial destaca la necesidad de


[...] deslindar y reivindicar fácilmente baldíos ilegítimamente detentados, o confundidos con predios particulares [...] con una reglamentación de la propiedad que se avenga con el concepto de función social de la propiedad que debe cumplir ese derecho, aún dentro de los principios fundamentales del mismo.


Y para sustentar la función social de la propiedad, invoca una innovación del derecho de propiedad según la cual este «se pierde por no uso, por no trabajo efectivo en un determinado plazo». De ello se desprenden, según Olaya, dos tareas del Gobierno: en primer lugar, la reversión de las tierras no trabajadas (acerca de lo cual, el presidente informa que el Gobierno está revisando los títulos de 500.000 hectáreas de baldíos en Cundinamarca y Tolima, y que hasta ese momento se han revertido a la Nación 56.000 hectáreas). En segundo lugar, sanear los títulos de las propiedades que han cumplido las leyes de cultivo, es decir, resolver, de manera rápida y eficaz, el problema de la indeterminación de la calidad jurídica de tierras respecto al dominio de la Nación, causada por los arrendatarios que han ocupado propiedades alegando el carácter de colonos de baldíos. Y para solucionar el problema de los latifundios improductivos, dice que es preciso


[...] establecer la prescripción adquisitiva de corto plazo sobre tierras que el dueño nunca haya poseído material y positivamente, que jamás haya mejorado ni beneficiado, y que sí lo hayan sido por trabajadores de buena fe que incorporan en ellas esfuerzo personal y dinero.{78}


El mensaje presidencial concluye con una somera y optimista enumeración de las ventajas que tendría para el país la expedición del régimen de tierras:


Con una legislación adecuada sobre las cuestiones en referencia, se solucionarán razonablemente muchos conflictos, se acrecentará el haber público, se mejorará la situación del pueblo campesino y se conjurará el peligro, remoto pero innegable, de la reacción violenta contra el derecho de propiedad.{79}


Otro documento aún más relevante sobre la cuestión agraria y las soluciones propuestas por el gobierno de la Concentración Nacional es la exposición de motivos del proyecto sobre régimen de tierras, hecha por el ministro de Industrias Francisco José Chaux, la cual se remonta incluso al régimen agrario de la Colonia. De esta interesante y prolija exposición, vale la pena resumir las explicaciones sobre el conflicto agrario y las innovaciones que el proyecto introduce en el régimen de propiedad{80}.


El ministro explica los conflictos agrarios de 1923 a 1929 como una «crisis de desarrollo» (valorización de la economía campesina, incremento de obras públicas y servicios urbanos, emigración campo-ciudad, jornales elevados, incremento de precios agrícolas) que generó «un nuevo sistema de necesidades y de conceptos en los labriegos desadaptados». A su juicio, «son estos [labriegos desadaptados] los que han vuelto a sus campos, portadores de una nueva forma de descontento, que se contagia velozmente en la clase, asignándole los caracteres más agudos del problema». Pero aparte del descontento de este grupo de labriegos que habían trabajado en las obras públicas, Chaux reconoce que la situación conflictiva del mundo rural colombiano se debía a una grave contraposición entre factores jurídicos (títulos de propiedad) y factores económicos (necesidades campesinas), problema que había sido señalado insistentemente por varios dirigentes liberales, entre ellos Jorge Eliécer Gaitán, Alejandro López y Carlos Lleras Restrepo{81}. En palabras del ministro: «entre la tierra y el cultivador se ha introducido una espesa capa de derechos civiles, títulos y pretensiones de dominio, que los aísla y separa»{82}.


Como quiera que los gremios de los propietarios rurales sostenían que el proyecto era un atentado contra el derecho de propiedad e implicaba la expropiación de una clase (los hacendados) a favor de otra (los campesinos), el ministro reitera una y otra vez que el propósito central del proyecto no es cuestionar el derecho de propiedad, sino ajustarlo a las necesidades sociales, evitando entre otras cosas el abuso de este derecho:


El espíritu clásico de nuestra jurisprudencia ha definido la propiedad como un derecho inviolable que nace, no del hecho humano y visible, sino del principio abstracto. Pero ha llegado el momento en que el hecho y el principio se contraponen y chocan. En esta colisión deben protegerse a un tiempo la inviolabilidad del principio y la trascendencia social del hecho […] cuando el título se extiende más allá de lo justo, deja de ser un derecho para constituir una usurpación. Si respetamos el título en cuanto es derecho, quedará salvada la inviolabilidad del principio, y en cambio podremos sancionarlo y castigarlo en cuanto sea usurpación, devolviéndole a la realidad las prerrogativas que le han sido violadas. Se trata entonces de «integrar el trabajo como condición del derecho [de propiedad]».{83}


Para hacer efectiva la función social de la propiedad, el proyecto establecía la obligación de explotar las tierras privadas en el lapso de diez años o de lo contrario revertirían a la Nación. Y para sustentar estas dos modificaciones al derecho de propiedad definido en la Constitución de 1886 y en el Código Civil, el ministro aporta datos y argumentos convincentes. Dice que él mismo ha podido constatar «que es de una magnitud sorprendente la superficie de terrenos baldíos indebidamente apropiada por particulares, que sin títulos legítimos la han sustraído del Estado». Por ejemplo, «en solo Cundinamarca y Tolima [...] las autorizaciones para iniciar juicios de dominio contra verdaderos detentadores del patrimonio del Estado, se refieren a extensiones territoriales de 500.000 hectáreas». Y en otra parte de la exposición de motivos destaca la desproporción entre el número de hectáreas adjudicadas a particulares que han sido efectivamente explotadas (100.000 ha) «y las tierras que han ingresado nuevamente al patrimonio nacional como consecuencia del abandono» (140.000 ha). Chaux atribuye la no-explotación de gran cantidad de baldíos adjudicados al artículo 2.° de la Ley 85 de 1920, que obligaba a cultivar en un lapso de 10 años tan solo la quinta parte de la tierra adjudicada, medida que califica como «irrisoria»{84}. Y para desmentir el argumento de que la prescripción del dominio privado viola la Constitución y algunas normas del Código Civil, Chaux aduce que en las constituciones de 1863 y 1886 ya se había establecido la indemnización por expropiación en aras del interés general, argumento que tanto él como otros parlamentarios liberales esgrimirán de nuevo en los álgidos debates sobre el proyecto de régimen de tierras de López Pumarejo.


De la exposición de motivos de este proyecto cabe destacar la posición de Chaux con respecto a la parcelación de tierras privadas, por cuanto a ello había acudido el Gobierno para apaciguar los conflictos agrarios. Aun cuando defiende «la parcelación efectuada por el Estado en los terrenos de conflicto» (apoyándose en la vigencia de las Leyes 74 de 1926 y 89 de 1928), se muestra contrario a la parcelación como política general para solucionar «la gran cuestión agraria»:


En principio, es absurdo que el Estado compre o adquiera a cualquier título oneroso extensión territorial alguna mientras haya lotes baldíos que sirvan para dar fin al mismo problema agrario. La parcelación, tal como la conciben las leyes que acabo de citar y como la ha practicado el Gobierno, solo puede emplearse para distribuir terrenos en los que concurren estas circunstancias: que se trate de lugares de excepcional importancia por su situación geográfica y comercial, sobre los cuales esté comprobada la propiedad particular y en que se hayan establecido los pequeños cultivadores y tengan vinculado a ellos el producto de su trabajo.{85}


Pese a los esfuerzos de Chaux por convencer a los parlamentarios de las bondades del proyecto de ley sobre régimen de tierras, este no fue aprobado por el Congreso. Infortunadamente, no se conoce en detalle el debate parlamentario sobre el mismo. Pero lo que sí se sabe es que el proyecto contó inicialmente con el respaldo de la Cámara de Representantes. Ello se constata en el informe de la Comisión de la Cámara encargada de rendir concepto durante el primer debate de este proyecto. En dicho informe, la Comisión conformada por representantes liberales y conservadores (Antonio Rocha, Rafael Campo, Silvio Villegas y Alfredo Navia) no solo expresó su conformidad con el espíritu general del proyecto, sino que amplió la sustentación del mismo y presentó un pliego de modificaciones para ser discutido en el segundo debate. Al parecer, la coincidencia ideológica de los voceros liberales y conservadores en torno al proyecto de régimen de tierras del gobierno de Olaya Herrera{86}, fue en puntos fundamentales. Sobre la pertinencia del proyecto esto fue lo que dijo la Comisión bipartidista de la Cámara: 


En Colombia milita a favor de la oportunidad de la reforma del régimen de propiedad y agrario una circunstancia: que primero el problema fue conciencia nacional; ahora después será ley que lo consagre y lo regule por el sistema racional y republicano de la evolución y no de la revolución. Corroboramos este aserto con la anotación de que la reforma ha sido sugerida por un líder de las aspiraciones campesinas, patrocinada por un gobierno liberal, aceptada por un sindicato de propietarios y mirada con simpatía por el Partido Conservador Colombiano.{87}


Por otra parte, la Comisión reconoce que el debate político sobre el régimen de tierras ha estado rodeado «de cierta atmósfera e impresiones de ser revolucionario y audaz», no obstante que «el proyecto apenas es bien intencionado para obligar a los colombianos a cultivar y a explotar la tierra con más intensidad y en mayor proporción que hasta hoy, para lo cual aconseja varios remedios lógicos y modestas reformas del Código Civil». Afirma incluso que el régimen de tierras es apenas «el primer eslabón de una cadena que empiece con la limitación del fundo y la intensificación de la producción agrícola y pecuaria» y continúe con la democratización del crédito, la racionalización de la producción agrícola, y la «dignificación y elevación de los sistemas de vida de los hijos del campo, es decir, el Código de trabajo rural, la higienización, la instrucción, la reforma social»{88}. Y con respecto a la parte substantiva del proyecto, la Comisión destaca como fundamentales las siguientes providencias: a) la presunción legal de que son baldíos los terrenos no cultivados; b) la obligación de cultivar o explotar las tierras para evitar que estas reviertan al Estado; c) la adquisición del dominio privado mediante cultivos o explotación económica; d) la prueba para acreditar la propiedad de la tierra; e) «la prohibición de adquirir (no de poseer), en lo sucesivo, a título singular, más de dos mil hectáreas, y limitaciones consecuentes en la transmisión de la herencia»; f) el pago de las mejoras a los colonos en caso de despojo{89}.


Con excepción del artículo que establece un tope de 2.000 hectáreas a las adquisiciones a título individual y las «limitaciones consecuentes en la trasmisión por herencia», la Comisión ratifica e incluso amplía los fundamentos jurídicos que respaldan las normas esenciales del régimen de tierras. Recomienda la aprobación del artículo 1.° relativo al deslinde entre los baldíos públicos y la propiedad particular, invocando el precepto según el cual «la tierra es del Estado como regla general; el ciudadano llega a ser propietario de ella por cesión del Estado»{90}. Defiende la prescripción del dominio privado aduciendo como argumentos la justificación de esta medida en el derecho moderno y la «pérdida de adeptos a la posesión simbólica del derecho clásico». Y para desmentir la acusación de que la prescripción del dominio privado viola preceptos constitucionales, sostiene que si bien el proyecto modifica algunos artículos del Código Civil, «la incuria sistematizada de la tierra y su desaprovechamiento para el individuo, no puede continuar ante la impasible indolencia del Estado». Por último, expresa dudas acerca de fijar un tope a la adquisición de tierras, advierte que el artículo respectivo del proyecto no es claro y que además hay vacíos en las normas relativas a las herencias de tierras{91}.


La posición de la SAC y del Sindicato de propietarios y empresarios agrícolas


Los presidentes Olaya Herrera y López Pumarejo dieron a la República Liberal su sello distintivo: mientras el primero marcó el ritmo pausado de la transición, el segundo ensayará el ritmo de la revolución. Esa diferencia de ritmo, de estilo y de propósitos políticos tiene como contrapartida marcadas diferencias de la SAC, tanto en el tono como en la acción, frente al gobierno de la Concentración Nacional y al de la Revolución en Marcha. Mientras a Olaya Herrera le dan la bienvenida con un banquete de homenaje, a López Pumarejo lo reciben con un pliego de peticiones. Mas no todo sería color de rosa para el moderado gobierno de la Concentración Nacional.


El discurso pronunciado por Jesús del Corral, presidente de la SAC, para darle la bienvenida al presidente Olaya, pone en evidencia la total confianza de los propietarios en el nuevo mandatario. No faltan, por supuesto, las críticas a los gobiernos anteriores, ni los elogios a la labor de los hacendados y sus lamentos por las penurias y dificultades que han padecido en los últimos tiempos. No obstante, el presidente de la SAC se muestra muy esperanzado en que su amigo, el presidente de Colombia, salvará al país del desastre, adoptando las enseñanzas del «pueblo más grande de la tierra» y con la colaboración del gremio de los propietarios:


Nosotros, los agricultores colombianos, hemos pasado horas muy amargas y hemos visto cosas muy tristes en estos últimos años. Llenos de ansiedad todos los días porque el descenso de la producción nacional nos indicaba que detrás venían la pobreza y el hambre; contemplando con tristeza la despoblación de los campos y el desfile interminable de los hombres sencillos hacia las obras públicas, en donde se trabajaba muy poco, se oía con frecuencia la palabra «camarada» y se consumía el valor de los jornales, entre la espuma de la cerveza y el humo del cigarrillo [...].


Vos, excelentísimo señor, traéis buenas semillas del pueblo más grande de la tierra: las semillas de la libertad bien entendida, del derecho bien organizado y del trabajo bien repartido [...]. Una frase vuestra, en el magistral discurso de posesión de la presidencia, fue suficiente para poner de resalto la comprensión de vuestro espíritu y para infundirnos alientos a todos los que nos preocupamos por la suerte de la patria. Hablasteis de la «política del café», y eso no había sonado jamás entre nosotros, pues otras muy distintas y peligrosas eran las políticas que conocíamos [...]. Nosotros queremos colaborar en esa política, y en la política agraria en general, porque en esta Corporación siempre ha reinado la cordialidad patriótica, de modo tal que solo nos interesa el bien de la Nación.{92}


Primera defensa del derecho de propiedad


Todo indica que la SAC no esperaba que el presidente Olaya —en quien los hacendados habían depositado tanta confianza— sometería a consideración del Congreso un proyecto de reforma constitucional que, entre otras innovaciones, establecía la función social de la propiedad, una de cuyas principales consecuencias era obligar a los propietarios a explotar económicamente sus tierras o de lo contrario estas revertirían a la Nación. Como reacción a este proyecto la SAC publica, a finales de 1931, una extensa conferencia del jurista Alberto Abello sobre «El derecho de propiedad», cuyo propósito central era la defensa del derecho de propiedad tal como había sido definido en la Constitución de 1886 y el Código Civil. Para ello el conferencista aduce tres razones: la larga tradición que dicha formulación ha tenido en las diferentes constituciones colombianas; el acuerdo de los dos partidos (el Liberal y el Conservador) en lo que respecta a la defensa del derecho de propiedad; y la conveniencia para el país de mantener ese derecho en su formulación original. Pero lo que el jurista defiende con mayor vehemencia son dos aspectos específicos de la tradición colombiana, a saber: la indemnización previa o posterior cuando por interés público se requiera hacer una expropiación, y la no fijación de límites a la propiedad territorial, habida cuenta de las diferencias que en necesidad de tierra presentan las distintas empresas rurales, y porque según sus palabras: «Los latifundios no existen sino en las mentes de los que se exaltan ante problemas que crean sus inteligencias prodigiosas y llenas de fantasías»{93}.


Meses después de esta conferencia, en abril de 1933, la Revista Nacional de Agricultura publica un agresivo manifiesto del recién fundado Sindicato de Propietarios y Empresarios Agrícolas —organización creada conjuntamente con el Comité de Cafeteros de Cundinamarca precisamente para defender el derecho de propiedad—, en el cual este gremio hace explícita su férrea voluntad de luchar contra «los enemigos de lo ajeno, llámense comunistas, bolcheviques o lleven cualquier otra denominación», al tiempo que se presenta como «el elemento moralizador que borrará de la mente de los colombianos el desasosiego que ha cundido por causa de algunos atropellos hechos por enemigos de la propiedad». Y para que no haya lugar a dudas sobre su preocupación por los pobres, el Sindicato de Propietarios reitera su confianza en el «espíritu de caridad de las clases pudientes» para socorrer a quienes necesitan «ayuda pública». A reglón seguido, se trascribe una proposición de la Junta Directiva de la SAC, precedida de nueve considerandos (sobre los atentados contra la propiedad, el poder del gremio, la importancia de la agricultura y la ganadería para el país, la decisión de no contratar arrendatarios para evitar conflictos y la desvalorización de las fincas), en la que el Sindicato solicita a la Asamblea de Cundinamarca:


[...] se sirva dictar las disposiciones que juzgue más acertadas, a fin de garantizar el respeto al derecho de propiedad y de imponer una sanción eficaz a todos los agitadores, que valiéndose de medios ilegales, procuran seducir a los incautos al desconocimiento del derecho expresado.{94}


Segunda defensa del derecho de propiedad


Entre julio y octubre de 1933, el presidente Olaya Herrera somete a consideración del Congreso dos proyectos legislativos que en modo alguno tendrían la aceptación de sus amigos de la sAc y del Sindicato de Propietarios. El primero de ellos es el proyecto sobre régimen de tierras, a cuyo contenido ya hicimos referencia. El segundo consistía en una reglamentación de los contratos de los trabajadores rurales. A pesar de las implicaciones del primer proyecto en el régimen de propiedad, no hubo al parecer un pronunciamiento público de ninguno de los dos gremios. Dicho silencio quizás indica que los hacendados estaban seguros de que el Congreso no aprobaría el nuevo régimen de la propiedad rural. En cambio, frente al proyecto de reglamentación de los contratos de servicios de los arrendatarios rurales su reacción fue inmediata. En efecto, la edición de septiembre-octubre de 1933 de la Revista Nacional de Agricultura publica el concepto que sobre este proyecto la SAC le encomendó a una comisión, no sin advertir que había sido aprobado por unanimidad. En resumen, el gremio se opone rotundamente a cualquier intento gubernamental de regular las relaciones laborales y modificar el oneroso régimen de arrendamiento de servicios en las haciendas —dos problemas que por lo demás habían provocado la insubordinación de los arrendatarios en importantes haciendas de Cundinamarca y Tolima y otras regiones del país—.


En este concepto se afirma que «por regla general y con pocas excepciones, [los propietarios] son personas de recursos muy escasos que no tienen con qué hacer esa clase de desembolsos». Se acusa al Gobierno de querer legislar


[...] con fines tendenciosos, a favor de una clase social que jamás ha pedido medidas extremas, y en contra de otra a la que supone de antemano corrompida, perversa y de mala fe, y a la que hay que colocar en el banco de los acusados para castigar y arruinar [...] por haber cometido el delito de tener un predio, haber trabajado ingenuamente en él, creyendo que aquello era honorable y haber pagado todas las contribuciones para el sostenimiento del tren burocrático.


Se insinúa que el Gobierno pretende convertir a los trabajadores en «infelices esclavos e instrumentos» del Partido Liberal. Y para mostrar las nefastas consecuencias que tendrían esos proyectos en caso de ser aprobados, se dice que en lugar de


[...] un proyecto de 63 largos artículos habría sido mejor sintetizarlo en tres disposiciones que contuviesen estas ideas: 1. Expropiación de todos los predios rurales, sin lugar a indemnización alguna. 2. Aplicación de la pena máxima a todos los dueños de esos predios. 3. Desheredamiento de todos los sucesores de los propietarios.


Y como no podía faltar alguna alusión a las necesidades de los trabajadores, los autores del concepto afirman que «[los propietarios] desean vivamente el mejoramiento de las clases trabajadoras del campo por medio de instituciones y providencias que tiendan a levantar el nivel humano, física, intelectual y moralmente y están dispuestos a secundar una labor en ese sentido», y no reformas utópicas cuya finalidad es «crear un espíritu subversivo entre los trabajadores rurales, sin el menor beneficio para estos y con grave perjuicio para la agricultura». La conclusión es obvia: solicitan a la Comisión de la Cámara de Representantes que suspenda el trámite del proyecto «hasta tanto no se demuestre, por medio de una investigación, que la industria agrícola y pecuaria puede soportar las cargas y gravámenes que en él se imponen»{95}.


Todo indica que los dos gremios de los hacendados y productores agrícolas, con el apoyo de la mayoría de los parlamentarios, lograron su cometido. Si nos atenemos al balance de la legislación laboral expedida por los gobiernos de la República Liberal, hecho por Adán Arriaga Andrade (ex ministro de Industrias de López Pumarejo), el año de 1933 fue nulo en materia de legislación laboral y social: solo se expidió la Ley 45 «sobre prestaciones de los trabajadores de la Imprenta Nacional». Según el ex ministro liberal, ese año es «un periodo en que se consolidan y desarrollan las conquistas ya logradas»{96}. Y con respecto a la solución de los conflictos agrarios, cabe recordar que la política del gobierno de Olaya Herrera se centró finalmente en tres medidas que no afectaban a los propietarios, aunque de todos modos buscaban atenuar la agitación social. La primera consistió en la compra y parcelación de grandes latifundios de la región de Sumapaz y del departamento del Cauca. La segunda fue la creación de colonias agrícolas oficiales (Sumapaz, Apulo, El Prado, Ginebra y Santo Domingo), política que en realidad había comenzado en el gobierno de Abadía Méndez. Y la tercera, el fomento del crédito agrícola, en lo cual también hubo cierta continuidad con el último gobierno de la República Conservadora.


Que el presidente Olaya eludió la confrontación con los hacendados también se constata en una carta que le envió a la SAC en respuesta a una comunicación del gremio en la cual le pedía que tomara medidas efectivas para proteger el derecho de propiedad. La respuesta de Olaya no puede ser más elocuente:


El Gobierno tiene que poner todo el peso de su autoridad y todos los elementos que lo respaldan para evitar que los propietarios de tierras se vean amenazados de un desconocimiento violento de los derechos que por virtud de la ley tienen adquiridos. Tampoco puede el Gobierno, sin faltar a un deber fundamental que es el deber de dar seguridad, permitir se ejerza presión e intimidación por organizaciones que persiguen el logro de sus objetivos por medio de la fuerza y la violencia [.] el Gobierno procederá con la aconsejable moderación pero con toda justicia y absoluta firmeza.{97}


La «reforma agraria» de la Revolución en Marcha


Un mes después de su posesión como presidente de Colombia, López Pumarejo recibió un documento de la SAC, fechado el 10 de septiembre de 1934, que contenía un pliego de solicitudes de los hacendados. Bajo el título «La Sociedad de Agricultores de Colombia y el Derecho de Propiedad. Trascendental documento», los directivos de la SAC exponen, en nueve considerandos, su diagnóstico de los problemas agrarios y a continuación expresan sus solicitudes al Gobierno. El diagnóstico comienza con una invocación de aquellos artículos de la Constitución que garantizan el derecho de propiedad y del Código Civil que «determina ampliamente todos los derechos y las obligaciones referentes a los arrendadores y los arrendatarios». A continuación, se menciona la presencia de «diversas clases de conflictos entre propietarios y trabajadores, promovidos por agitadores de oficio que se benefician a costa de los últimos y con perjuicio de todos»; y se acusa a las autoridades de tolerar a individuos que estimulan «un odio violento de clases», al igual que las «reclamaciones de los obreros y labriegos comunistas que están degenerando en movimientos subversivos contra el orden social». Dice la SAC que en todo país civilizado las garantías deben ser iguales para todos y que no hay razones para que los propietarios sean colocados fuera de la ley, «puesto que no han sido más que hombres de trabajo conscientes de sus deberes morales y legales, y que han contribuido a la formación de la riqueza pública de la Nación». Afirma que «los partidos tradicionales en Colombia están de acuerdo en que debe garantizarse el derecho de propiedad, base de todo progreso y fundamento del orden social en las naciones civilizadas». Reitera la fuerza y el poder del gremio no solo por el número de sus afiliados, sino porque sufraga la mayor parte de las contribuciones para el sostenimiento del Gobierno. Añade que «las industrias agrícola y pecuaria son las principales que tiene la Nación, las cuales principian a afectarse profundamente por falta de garantías efectivas». Y, por último, le advierte al presidente que para «evitar conflictos y la consiguiente desvalorización de las fincas rurales [...] la mayor parte de los propietarios se ven obligados a no recibir ni tener arrendatarios, lo cual constituye un perjuicio evidente, tanto para los hacendados como para los labriegos», que tendrá como consecuencia la ruina de la agricultura y de la economía nacional{98}.


Este extenso memorial de la SAC concluye con dos solicitudes al presidente López y a las «Honorables Cámaras Legislativas»:


[Restablecer] las garantías individuales y el respeto recíproco de los derechos naturales, previendo y castigando los delitos al tenor de lo dispuesto en el Estatuto Constitucional [...].


[Y dictar] las disposiciones que tiendan a mejorar la suerte de las clases trabajadoras, tales como estas: intensificación de la instrucción primaria, agrícola e industrial; fundación de cajas de ahorros en las principales regiones [...]; suministrar préstamos a bajo interés por medio de agentes de la Caja Agraria a los pequeños cultivadores; campaña eficaz contra el alcoholismo, la taberna, el paludismo, la anemia tropical y en general sobre higiene rural; conferencias sobre el buen empleo del salario y otras providencias semejantes, como también las que tiendan a impedir que los agitadores de oficio se conviertan en dictadores que impulsan a las clases trabajadores al desorden, al odio de clases y al desconocimiento de todos los derechos.


El gremio de los propietarios concluye su memorial con un gesto de cortesía al nuevo presidente: invita


[...] a todos los agricultores e industriales del país para que hagan frente con abnegado patriotismo, y con la mayor firmeza y diligencia, a todo movimiento que se oponga al desarrollo del programa del Gobierno Nacional, que ofrece hacer respetar por igual el derecho de todos los colombianos.{99}


La respuesta del presidente López no se hizo esperar. En una carta, fechada el 6 de septiembre de 1934, dirigida a cinco hacendados (Enrique Soto, Ruperto Aya, Antonio J. Mejía y J. J. Williamson) que pocos días antes le habían solicitado garantías para su trabajo y contra la agitación revolucionaria, expone su propio diagnóstico de la cuestión agraria, así como las directrices de su gobierno en esta materia.


— Las causas de la agitación rural:


Hay, en mi opinión, dos causas de agitación que están removiendo las bases sobre las cuales se desarrolló la vida campesina hasta hoy. Una es, desde luego, como ustedes lo anotan, la acción sistemática de los que quieren subvertir el orden social y multiplicar las dificultades que debe ahora vencer el Poder Ejecutivo, con la esperanza de que un estado de anarquía y vacilación haga posible la derrota de los principios democráticos en la dirección del Estado. Pero existe también, autorizando y estimulando la acción subversiva, una agitación espontánea provocada por las condiciones injustas e irregulares que soportan los trabajadores de grandes empresas agrícolas o los colonos que vinculan su esfuerzo a terrenos comúnmente reputados como baldíos.


El cambio político ocurrido en el país no ha pasado inadvertido para las masas de trabajadores que participaron tan activamente en él, no solo como electores sino ofreciendo, en apoyo de su voto, todo el respaldo decisivo en ocasiones particularmente complejas [...]. No es, pues, extraño, sino normal que el concepto de democracia que se extendió por toda la república como consecuencia del triunfo liberal, haya influido para promover ese desasosiego, que es una forma casi mecánica de buscar el equilibrio económico, roto dentro de la tradición política anterior.
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